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NUEVA SEDE PARA El COLEGIO DE ABOGADOS 
SALA DE TOGAS se complace en traer 

a su portada el alzado de la fachada de lo 
que pronto será el edificio donde se ins­
tale la sede del litre. Coleg io de Aboga­
dos de Almería. 

El12 del pasado mes de Junio ellltmo. 
Sr. Decano firmó el documento de com­
pra de setecientos cincuenta y dos. 
metros cuadrados, distribuidos en la 
planta baja y en la prim.era del edificio nº 
25 de la calle Alvarez de Castro. 

La sede tendrá una entrada indepen­
diente y exclusiva para su acceso, insta­
lándose en la planta baja un hermoso 
hall y escalera. salón de actos con capa­
cidad para unas doscientas personas y 
una amplísima biblioteca. En la planta 
alta (464 m2) se instalarán los demás 
servicios del Colegio. 

Si todo marcha según lo previsto, 
podrá inaugurarse para finales del pró­
ximo año 1990. 

SALA DE TOGAS no tiene inconve­
niente en proclamar que esta adquisi­
ción constituye el más ambicioso logro 
alcanzado por nuestro Colegio en toda 
su historia. que marcará un nuevo estilo 
en su desenvolvimiento administrativo y 
profesional. 

Que sirva ello de muestra de la vitali ­
dad de esta corporación y una réplica a 
los que propugnan la desaparición de los 
colegios profesionales. 
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Hay cosas que no tenemos más reme­
dio que hacer; cosas, que aunque sean 
normales. no nos gustan: Una de ellas es 
escr ibir sobre uno mismo. 

Un antiguo compañero y gran amigo 
-Jesús Ruiz Esteban- con esa macha ­
conería cariñosa muy propia de él, me 
pide insistentemente nada menos que le 
escr iba la h istoria de mi vida profesional. 
Desde este punto de vista, como desde 
cualquier otro, la historia de cada uno 
la puede escribir uno mismo, pues creo 
que ser ía una pedantería sacar a la luz 
cosas que nada importan y sólo sirven 
para nuestro propio recuerdo. 

Son otros, con mejor o peor fortuna, 
los que han de escribir la historia de los 
demás contando lo que destaca o bien lo 
que perj udica .. . depende de quien lo 
hace. y su mayor o menor deseo de 
hacer justicia. 

Por ello me lim itaré a dar datos de mi 
pequeña historia profesional, de la cua l 
yo estoy muy contento. y que sean otros 
los encargados de extenderla o men­
guarla.. . y así habrá para todos los 
gustos. 

Mi padre ejercía de Médico Cirujano 
en Almería y aquí nací el 16 de Enero de 
1922. Tengo la seguridad de que si me 
hubieran preguntado, hubiera querido 
ser de Almería ... a mí esta tierra me 'ha 
gustado mucho siempre .. . comprendo su 
pobreza y su sequedad ... pero también. 
es precioso su mar y muy buenas sus 
gentes. 

Estudié el bachil lerato en el Instituto 
de Primera Enseñanza situado en la 
Plaza de la Virgen del Mar y donde 
comencé mi ingreso en el curso 1931-
1932. haciéndolo con el nº 284 según 
consta en la papeleta del examen de 
ingreso firmada por D. Florentino Castro 
en 4 de Junio de 1932. O sea, ingresé a 
los 1 O años. Tenía mi tercer curso apro­
bado cuando los azares de la vida me 
hicieron dejar los estudios, para reanu­
darlos en el año 1939. Fueron tres años 
en los que algunos de los que había den­
tro no dejaban entrar a los de fuera. Fue 
la v ida de dos Españas. 

Lo digo para justificar mi retraso en el 
ingreso de la Facultad de Derecho de 
Granada, donde comencé mis estudios 
con el nº 3.641 fecha 27 Septiembre de 
1941 según consta en mi carnet firmado 
por el entonces Rector Marín Ocete. 
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Ahí comenzó mi carrera, y al terminar 
hice lo que a todos los padres de aquel 
entonces les gustaba ... " que se hic iera 
unas oposiciones para tener algo segu­
ro" .. . Por suerte o por desgracia me sus­
pendieron. y de aquella época recuerdo 
gente tan impresionante como José 
Jiménez Sanjuán y Salvador Domínguez 
Martín que fuera de grandes estudian ­
tes. fueron extraordinarios opositories. 
De mi preparación recuerdo a Federico 
luig Peña, gran penalista, fenomenal 
escritor y, que dicho entre paréntesis 
creo que nuestro Colegio no le ha ren­
dido nunca homenaje a su categoría. 

M is primeros pasos profesionales los 
di trabajando con el entonces Decano D. 
Francisco Rovira Torres que me inscribió 
en el Colegio como Licenciado el día 25 
de Febrero de 1950, aunque posterior­
mente mi Carnet Coleg ial tiene la fecha 

. 29 de Enero de 1955 firmado por D. 
Rogelio Pérez Burgos. 

Entre todos los compañeros de aquel 
entonces, para mí D. Rogelio fue siempre 
una persona extraordinaria .. . Su despa­
cho lugar de encuentro con las gentes 
del pueblo y aprendías con su trato a 
conocer la vida de las personas. cosa 
que los libros no enseñaban . Pasé en su 
bufete durante año y medio, y creo que a 
los Letrados de aquel entonces al preten­
der recordar a una figura tan genial se nos 
para la pluma ... Lo traigo a colación por ha­
berme enseñado muchas cosas. No por su 
apellido y sí por su categoría profesional 
y humana de una acusada personalidad 
que jamás necesitó a nadie para lo que 
siempre fue: Un profe~ional ex~raordinario. 
profesional extraordinario. 

Entré de Asesor en una gran empresa 
Bancaria en donde he pasado 30 y tan­
tos años y en donde conocí empresa r ios 
grandes y empresarios modestos que me 
hicieron vivir toda clase de problemas. 

En una época. por disposición dei Des­
tino fui primer mandatario de esta gran 
Capital y trabajé por ella creo que con 
toda mi buena voluntad y entrega al ser­
vicio de los demás, sirviéndome mi pro­
fesión para hacer justicia cuando co- . 
rrespondía . 

He conocido a muchos compañeros y 
con el los he trabajado en muchos asun­
tos. De todos ellos tengo un recuerdo 
extraordinario y puedo asegurar que 
Almería s iempre contó con un plantel de 
Letrados de l_os que hacen época. 
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CENTENARIO DE 
D. JOSE CASTAN TOBEÑAS 

D José Castán Tobeñas nació en 
Zaragoza el día 11 de JUlio de 1889. 

Maestro y foqador de tantas promo­
CIOnes de juristas españoles y al m1smo 
tiempo figura destacada de la cátedra y 
de la magistratura española, falleció el 
día 1 O de junio de 1969 en Madrid. 

Fue Premio Extraordinario en la carre­
ra de Derecho en 1911 y en el Doctorado 
en 1912. Fue Profesor Auxiliar en las 
Facultades de Derecho de Zaragoza y en 
la de Madrid y Catedrático por oposición 
de la Facultad de Derecho de Murcia en 
1918, de la de Barcelona en 1919, de la 
de Valencia en 1922 y de la de Zaragoza 
en 1939. 

Magistrado del Tribunal Supremo en 
1933 en la Sala Cuarta de lo Social y en 
1940 de la Sala Primera de lo Civil. En 
1945 fue nombrado Presidente del Tri­
bunal Supremo, y cesó en diciembre de 
1967 por haber cumplido con exceso el 
plazo de duración que a ese cargo asig­
naba la Ley Orgánica del Estado. 

Estaba en posesión de las Grandes 
Cruces de San Raimundo de Pañafort, 
Alfonso X el Sabio, Isabel la Católica. 
Carlos 111. Medalla de Oro del Mérito al 
Trabajo, Gran Cruz de la Lanuza (Cuba) y 
Gran Cruz de San Gregorio Magno 
(pontificia). 

Publicó más de treinta obras, siendo la 
más divulgada la del " Derecho Civil 
Español Común y Foral", que ha sido uti­
lizada para el estudio del Derecho Civil 
por numerosas generaciones de Licen­
ciados en Derecho sal idas de las Facu l­
tades de Derecho. y también como libro 
de preparación de oposiciones a Nota­
rias, Registros de la Propiedad, Judicatu­
ra, Fiscalía, Abogados del Estado, etc. 

Fue Presidente de la Comisión Gene­
ral de Codificación, Académico de Cien­
cias Morales y Políticas. Presidente de la 
Real Academia de Jurisprudencia y 
Legislación, Presidente del Instituto Es­
pañol de Derecho Procesal. del Comité 
Español de Derecho comparado y de la 
Academia Española de Ciencias Jurídi­
cas. 

Sus discursos de apertura de Tribuna­
les eran auténticas monografías en los 
que abordaba siempre temas interesan­
tes y de actualidad. En las sentencias 
que redactó como ponente aparecen la 
profundidad de sus conocim ientos, el 
estudio dogmático y general de la mate­
ria y después el estudio promenorizado 
de cada motivo de casación . 

Ha sido uno de los juristas más ilus­
tres de todos los tiempos. Y a su misma 
altura hay que destacar su sencillez. su 
bondad. la tolerancia, su humanidad. 

Como datos significativos hay que 
señalar que D. José Castán nació en el 

mismo año en que fue promulgada la 2a 
edición del Código Civi l español. que 
constituye el vigente texto. Código que 
fue recibido en su día con entusiasmo, 
pero que tuvo también sus detractores. 
Lo cierto que, con modificaciones impor­
tantes, este Código ha llegado en su 
vigencia hasta nosotros y ha servido de 
modelo a otros Códigos americanos y de 
orientación a otros muchos también 
americanos. 

Sirvan estas líneas de afectuoso 
recuerdo al Maestro de Maestros Profe­
sor Castán. 

Ramón Muñoz Sánchez 
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que entonces se decía eran los de un 
Maestro escuela, como ejemplo de mal 
retr ibuido. 

Pero lo adverso no siempre es tota l­
mente negativo. Todo tiene un lado posi­
tivo que es el que hay que busca r al fi na l 
y éste esencia lmente ha sido: 

1 Q __ Haber militado en el campo del 
Derecho sirv iendo así a la Justicia, noble 
tarea, en su fase preventiva buscando el 
equil ibrio de no ser sabin iano ni procu­
leyano sino el difícil término medio que 
siempre recomendaba el maestro Cas­
tán, para que yo, desde él, como árbitro y 
consejero imparcial del negocio jurídico 
naciera éste con pureza de sangre y 
equilibrado y la balanza que uno vende 
al dar fe, tuviera el fiel en el sit io exacto y 
con fácil lectu ra. 

2Q.- Poder situar a m is ocho hijos, 
hoy ya todos casados. 

3Q.- Que mi vocación soterrada 
durante tantos años haya brotado ahora 
pujante a una edad en que norma lmente 
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se pierden los estímulos y afanes de la 
vida y yo sin embargo me he j ubilado 
vol untariamente y puedo decir como 
Khalil Gibran que: "mi segundo naci­
miento y fue el día en que mi pensamien­
to y mi acción se amaron y se casa­
ron", pero este nacim iento es en un 
lugar en el que no soy forastero. 

4Q __ Haber logrado una independen­
cia económ ica al cabo de cuarenta y tres 
años de ejercicio profesional y vida 
ordenada que hoy me perm ite pintar lo 
que qu iero y como quiero, sin tener que 
complacer con ella a nadie más que a mí 
mismo. 

5Q.- Que de mi formación j urídica me 
haya quedado el discurrir sobre la pin­
tura dej ando de hacer los manidos bode­
gones y los pa isajes más o menos boni­
tos. Yo, con la pintu ra no pretendo decir 
lo que por sí sól<;> d ice el mundo exterior 
sino m i mundo interior, por eso, como 
una evolución pasé de la pintu ra figura­
tiva a la abstracta, que cada día me apa-
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siona más y tengo la satisfacción de que 
con ella creo lograr darle forma y color a 
m is pensamientos o sentimientos. 

También, como secuelas de sabinia­
nos y procu layanos a veces pinto cua­
dros de ~na cosa vista desde opuestos 
puntos. Así tengo un cuadro que titulo 
"Semáforo abierto" y otro "Semáforo 
cerrado", otro " Nacer" y otro "Morir", 
etc., y últimamente con vistas a la expo­
sición que haré en la Casa de A lmería en 
Madrid, he pintado un cuadro en él que 
en el m ismo expreso tanto el afán e i lu ­
sión de exponer all í, como el fracaso de 
haber expuesto, bastando para ello sólo 
con invert ir la forma de coloca r el 
cuadro. 

Creo haber acertado en esta vida en 
hacer cada cosa en su momento opor­
tuno y apasionadamente, pero es que 
también he contado con la sal de la vida : 
que es la suerte, y ahora doy gracias a 
Dios por tener un futuro l leno de ilusio­
nes con la pintura y la escultura. 



Me ha llegado el turno de participar en 
esta "Sala de Togas" y, como colegiado, 
obedezco. 

Pero me hago esta pregunta: ¿Qué 
haces aquí forastero?. Sí, soy un foras­
tero en este campo porque procedo de 
una familia mitad agricultores y mitad 
comerciantes y si llegué aquí no fue por 
vocación sino por pereza y ética. 

Me expl icaré mejor. Al terminar el 
bach illerato me planteé el problema de 
cuál sería mi futuro. A mí me pasaba 
como casi a todos a esa edad, que no se 
t iene una vocación decidida . La arqu itec­
tura, que era lo único que me gustaba, 
por los repetidos suspensos en aritmé­
tica me vedaba segu ir el camino de las 
ciencias. Entonces por pereza hice lo 
que se decía ser más fáci l, hacer Dere­
cho, que se podía hacer por libre, como 
lo hice. Por ética me he obligado siempre 
a hacer lo que se debe aunque no me 
guste. 

Pero la carrera me resultó formativa 

en el terreno del pensamiento. Com­
probé como éste da alas para l leyadas 
por él sostener honestamente pareceres 
opuestos y es que casi nunca toda la 
razón está de una sola parte. De este 
modo, sabinianos y proculeyanos se me 
hicieron no sólo familiares sino simpáti­
cos. La carrera la hice con brevedad 
aprovechando los cursillos intensivos de 
la postgerra así que, en tres años me vi 
de abogado con notas medianas aca­
bando con matrícu la en Filosofía del 
Derecho, única que tengo en mi vida de 
estudiante, o sea, que dentro del Dere­
cho mi vocación no estaba por el Dere­
cho positivo sino por la especulación. 
Terminada la carrera tenía que optar 
entre el ejercicio de la profesión o hacer 
opos.iciones. Se decía que esto último 
era más cómodo y llevándome de lo fácil 
me encerré en el cortijo de Rioja a estu­
d iar como un burro, y con la ética de que 
yo había de trabajar, para vivir de mitra­
bajo, como los obreros que lo hacen en 
la finca de braceros (sin duda para ellos 
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menos laborioso que lo era para mí, 
estud iar un promedio de catorce horas 
diarias, sin saber nada de fiestas de 
guardar y menos de períodos más largos 
de vacaciones) sin embargo tendría un 
horizonte más alagador al final que el 
que a ellos esperaba aunque tampoco 
era una heroicidad por mi parte. El hom­
bre es un animal de costumbres y una 
vez encerrado y sometido durante el 
primer mes a una rutina de ordenado 
trabajo se acaba como el burro de la 
noria acostumbrándose a darle vueltas 
al programa hasta dominarlo y aunque 
eso era duro, siempre tuve el aliento de 
la esperanza, de que aquello tendría un 
fina l feliz y así fue, porque al cabo de 
unos tres años escasos de preparación 
me presenté a oposiciones a Notarías y 
tuve la suerte de obtener plaza a la pri­
mera vez. 

La verdad es que, obtenida ésta el 
horizonte no era tan venturoso como 
creía, pues pasé más de veinte años en 
que mis ingresos no excederían, de lo 
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Miguel Peralta lóper, M~ del Carmen Esteban-Honra Navarra, Decana y Baldomero Cadenas Giralt. 

CENTENARIO DEL CODICO CIVIL 
En la Real Academia de Jurispruden­

cia y Legislación de Granada se ha cele­
brado en meses pasados un ciclo de con­
ferencias en conmemoración del cente­
nario del Código Civil. 

TRIBUNALES 
ECONOMICO -ADMINISTRATIVOS 

La O. de 15 de junio de 1989 ha dis­
puesto la entrada en funcionamiento de 
los Tribunales Económico-Administrati­
vos Regionales, a partir del1 de julio del 
corriente año, quedando extinguidos los 
Tribunales Provinciales. 

El Tribunal Económico-Administrativo 
de Anda lucía queda establecido en 
Sevilla. 

La presentación de reclamaciones 
económico-administrativas en la provin­
cia de Almería se seguirá haciendo en 
las Secretarías Delegada del Tribunal 
Regional de Andalucía, establecida en la 
Delegación de Hacienda . 
que por su mayor actuación en la Magis­
tratura de Trabajo, tuvieron ocasión de 
conocer su valía personal, sabíamos que 
D. Mariano Sampedro estaba llamado a 
ocupar un puesto en el Alto Tribunal. 
6 

LEY DE CONSUMIDORES Y 
USUARIOS 

Se ha celebrado en Oviedo durante los 
días 7 a 11 de marzo un Corrgreso 
Nacional de Derecho del consumo. para 
estudiar determinados problemas susci­
tados por la Ley de Consumidores y 
Usuarios de 1984. 

11 CONC11ESO IBEROAMERICANO 
DE INFORNAnCA Y DERECHO 

Se ha celebrado en la ciudad de Gua­
temala, durante los días 6 a 1 O de marzo 
el 11 Congreso Iberoamericano de Infor­
mática y Derecho, con asistencia de 350 
congresistas, procedentes de 13 países, 
entre ellos España. 

MARIANO SAMPEDRO CORRAL 
El día 2 de septiembre de 1989 se 

publicó en el B.O.E. el nombramiento del 
Excmo. Sr. D. Mariano Sampedro Corral, 
Magistrado del Tribunal Supremo. 

Para el Colegio de Abogados de Alme­
ría este esperado acontecimiento no 
queda reducido a darnos por enterados 
de que un gran Magistrado ha accedido 
a la máxima categoría de su ca rrera. Los 
Abogados almerienses, sobre todo los 
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Para los Abagados de Almería, la noti­
cia tiene un enorme componente huma­
no y afectivo. Don Mariano Sampedro, 
durante su estancia en Almería, ocu­
pando la, entonces única, Magistratura 
de Trabajo, supo captarse el cariño y la 
consideración de los Abogados, porque 
él también supo entregarse con su com- · 
petencia y cordialidad a los profesiona­
les almerienses. No es un tópico decir 
que su salida de Almería fue muy sen ­
tida por todos. 

Pocas personas habrán tenido tan ele­
vados méritos como Don Mariano Sam­
pedro para obtener lo que el Colegio de 
Abogados de Almería concede a quienes 
les han demostrado consideración y 
afecto en su ejercicio profesional: el 
título de Colegiado de Honor de este Ilus­
tre Colegio de Abogados. 

Con fecha 28 de marzo de 1980 la 
Corporación acordó otorgarle ese título, 
que ha permitido seguir manteniendo 
(:on él las relaciones de compañerismo 
que nosotros tan altamente valoramos y 
que él nos ha dispensado tan pródiga­
mente. 

Nuestra enhorabuena por este acer­
tado y justo nombramiento. 
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Jura promesa de Abogadas Di a 18 de Septiembre de 1989 Margarita de Burgos Jiménez, Luisa M? Moreno SOnchez, Decano y Juan f. Núñez fenoy. 

NOflMAS DE flEPAiffO ENTRE /.AS 
SALAS DE LO CONTENCIOSO 

ADMIN/S'(f(ATNO DEL TTi/BUNAl 
SUPEFl/0(( DE JUSTICIA DE 

ANDALUCIA 
ACUERDO de la Sala de Gobierno del 

Tribunal Superior de Justicia de Andalu­
cía sobre normas de reparto entre las 
Sa las de lo Contencioso 'Adm inistrativo 
de dicho Tribuna l: 

La existencia de tres Salas de lo 
Contencioso-Administrativo en el Tribu­
nal Superior de Justicia de Andalucía, 
cada una de ellas con jurisdicción limi­
tada a determinadas provincias (artículo 
2.2 de la Ley 36/ 1988, de 28 de diciem­
bre, de Demarcación y Planta Judicial) 
introduce una singularidad en orden a la 
distribución de competenc~as estable­
cida en la vigente Ley de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, que desbor­
da las previsiones de ésta y requ iere la 
adopción del presente Acuerdo, 

En efecto, en la medida que la eficacia 
jurídica de los actos de la Administración 
Autónoma no supere los límites geográ­
ficos de las provincias pertenecientes a 

la circunscripción territorial que el artí­
cu lo 2.2 de la Ley de Demarcación y 
Planta Judicia l atribuye a cada una de 
las Salas, no surge problema alg~no 
competencia!, pues a esos efectos es 
plenamente aplicable el régimen común 
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso­
Administrativa (artículos 10 y 11) y cada 
una de las tres Salas conocerá de los 
recursos interpuestos cont ra los actos 
que se rea licen en sus provincias res­
pectivas. Pero cuando se trate de dispo­
siciones con categoría inferior a Ley o de 
actos cuya eficacia jurídica directa tras­
cienda aquellos límites geográficos, nin­
guno de los artículos citados, de ambas 
Leyes, permite inferir una solución 
satisfactoria . 

Como quiera que las tres Salas lo son 
de un único Tribunal Superior, y que el 
artículo 152.1 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial atribuye a la Sala de 
Gobierno de aquel la aprobación de las 
normas de reparto de asuntos entre las 
diversas Secciones de una misma Sala, 
puede vál idamente entenderse que di­
cha previsión legal tiene aplicación 
directa al caso excepcional de los Tribu-

na les Superiores con plura lidad de 
Sa las, en aquellas materias cuyo cono­
cimiento no viene atribuído expresa­
mente, por norma de rango legal, a nin­
guna de ellas específicamente y cuya 
virtua lidad trasciende el ámbito geográ­
fico de la circunscripción territorial asig­
nada a cada una de las mismas Salas. 

En este mismo sentido, la propia Ley 
de la Jurisdicción Contencioso Adminis­
trativa disponía (artículo 15) que la dis­
tribución de asuntos entre las Salas de 
un mismo Tribunal -el Supremo- sería 
acordada p.or la de Gobierno, teniendo 
en cuenta la naturaleza y homogeneidad 
de la materia a que se refieren los recur­
sos. La aplicación analógica de dicho 
precepto a los Tribuna les Superiores con 
pluralidad de Salas, en cuanto órganos 
jurisdiccionales de decisión final sobre 
los recursos relativos a las Administra­
ciones de las Comunidades Autónomas, 
refuerza el fundamento de la proceden­
cia de este Acuerdo. 

En consecuencia, y con carácter provi ­
sional, en tanto no se apruebe la Ley del 
Proceso Contencioso Administrativo, u 
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otra norma de rango legal que esta­
blezca una regulación competencia! 
determinada, la Sa la de Gobierno del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalu­
cía a propuesta unánime de los tres Pre­
sidentes de las Salas de lo Contencioso­
Administrativo de dicho Tribunal, acuer­
da: 

1 .- La distr ibución de recursos con­
tencioso administrativos entre las Salas 
del Tribunal Superior de Justicia de 
Andalucía. cuando aquellos se refieren a 
disposiciones generales o actos de la 
Administración de la Comunidad Autó­
noma cuya eficacia jurídica supere los 
límites geográficos de las provincias per­
tenecientes a la circunscripción territo­
ria l de aquellas, se llevará a cabo en fun­
ción de la procedencia adm inistrativa de 
la disposición o acto, según el siguiente 
reparto: 

a) Consejerías de Presidencia, Salud y 
Servicios Social~s. Agricultura y Pesca y 
Organismos Autónomos de ellas depen­
dientes, a la Sa la de Granada. 

b) Consejer ías de Cu ltura. Goberna­
ción. Educación y Ciencia y Organismos 
A utónomos de ellas dependientes, a la 
Sala de Sevilla. 

e) Consejerías de Hacienda y Planifi­
cación Económica. Obras Públicas y 
Transportes y Fomento y Trabajo y 
Organismos Autónomos de ellas depen­
dientes. a la Sala de Málaga. 

d) Si los recursos t uvieren por objeto 
disposiciones o actos de las característ i­
cas referidas que hubieran sido dictados 
conjuntamente por varios órganos cuyos 
asuntos estén asignados a Salas distin­
tas, el reparto se realizará en función de 
la mayor antigüedad de la Consejería 
correspondiente, y en su defecto por el 
orden que entre éstas establ ece el artí­
culo 36 de la Ley de Gobierno y 
Administración . 

2.- Los recursos interpuestos contra 
actos sujetos a Derecho Administrativo 
procedentes de otras instituciones auto­
nómicas cuya eficacia jurídica supere los 

Miguel Angel Ruit Hita, Vi<toria San<hez Jiménet, De<ano y Fernan do Domene Domene. 
Jura promesa de Abogados Día 2 de O<tubre 1989 
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lím ites geográficos de las provincias per­
tenecientes a la circunscripción territo­
r ial de cada Sala, serán enjuiciados por 
la Sa la del Tribuna l Superior con sede en 
Granada . En los mismos casos, cuando 
se trate de recursos contra actos ema­
nados de la Junta Electoral Andaluza. su 
enjuiciamiento corresponderá a la Sala 
del Tribunal Superior con sede en 
Sevilla. 

3.- El presente Acuerdo será de apli­
cación plena a los recursos contencioso 
administrativos que se interpongan a 
partir del día uno de seP..tiembre de 
1989. ·Los recursos interpuestos con 
anterioridad a esa fecha continuarán su 
tramitación hasta el momento procesal 
inmed iato anterior al señalam iento para 
vista o fallo, a partir del cual se regirán 
por las presentes Normas de reparto. 

Madrid, 15 de septiembre de 1989.­
EI Presidente del Consejo General del 
Poder Judicial. Hernández Gil. 

(Publicado en el B.O.E. núm. 236 de 2 
de octubre de 1989) 



ASISTENCIA LETT?ADA 
Y JUICIO DE FALTAS 

El Consejo el Poder Judicia l ha dado la 
siguiente contestación a la consu lta del 
Juez de Distrito de Belmonte de Miran­
da, en relación con la asistencia letrada 
en juicio de faltas. 

Primero.- No existe obligatoriedad 
constitucional ni legal de que se designe 
un Abogado de oficio para los presuntos 
culpables sujetos a un proceso penal por 
faltas. 

Segundo.- Las personas detenidas 
por razón de faltas tienen la considera ­
ción de detenidos a todos los efectos 
previstos en los artículos 17 de la Consti­
tución y 520 y sigu ientes de la Ley de 
Enjuiciam iento Criminal. 

Tercero.- A l presunto culpable de 
una falta penal que por orden judicia l es 
conducido al juicio para ser oída su 
declaracióQ. reputada necesaria por el 
Juez. le son aplicables, en cuanto pri­
vado o restringido de su libertad perso­
na l, las garantías previstas. pa ra tal 
situación, en el ordenamiento jurídico y, 
en particu lar, las del artículo 17,3 de la 
Constitución, a excepción de la precep­
tiva asistencia letrada que en el mismo 
se establece. 

Cuarto.- No obstante, las conclusio­
nes anteriores no t ienen carácter vincu ­
lante en la aplicación de las normas pro­
cesales correspondiente. 

(Boletín de Información nº 74 de 
noviembre de 1988, del Consejo G. del 
Poder Judicial) 

PUNTUALIDAD 

En cumpl imiento de acuerdo adoptado 
por la Junta de Gobierno del Colegio, el 
Decano ha dirigido una comunicación a 
todos los Juzgados de Instrucción y de 
Distrito de Almería y provincia sol ici ­
tando que el primer j uicio de los señala­
dos para cada día comience puntua l­
mente a la hora f ijada. 

ELECCIONES EN JA JUNTA 
DE GOBIERNO DE MADRID 

El Consejo General de la Abogacía, en 
su reunión del día 19 de octubre, ha de­
signado una Junta provisional que conva­
cará en el plazo de treinta días elecciones 
para la provisión de todos los cargos de 
la Junta de Gobierno del Colegio de 
.Madrid. 

TOMAS DE POSESION 
En el mes de octubre han tomado 

posesión de sus cargos el lltmo. Sr. D. 
Melchor Antonio Hernández Ca lvo. Ma­
gistrado-Juez del Júzgado de Primera 
Instancia e Instrucción núm. Uno de 
A lmería, y ell ltmo. Sr. D. J uan Francisco 
López de Hontanar Sánchez, Magistra­
do-Juez del Juzgado de Primera Instan­
cia e Instrucción núm. Dos de A lmería. 

* * * 

En la reunión del Consejo Genera l de 
la Abogacía Española del día 16 de julio 
de 1989 tomó posesión de su cargo de 
Consejero D. ·Eugen io Gay Monta lvo, 
decano del l. Coleg io de Abogados de 
Barcelona. que fue elegido Vicepresi ­
dente 2º de dicho Consejo General. 
Nuestra enhorabuena. 

TURNO DE OFICIO 

La comisión designada en la Abogacía 
para negociar con el Ministerio de Justi­
cia la solución de toda la problemática 
del turno de oficio y de asistencia al 
detenido/preso se ha reunido en 29 de 
junio, 18 de julio, 12 de septiembre y 17 
de oct ubre con el Sr. Subsecretario y 
otros altos cargos del Ministerio, y j unto 
con los problemas del turno de oficio se 
están considerando otros relacionados 
con la justicia grat uita, pasantía y apl i­
cación de la Ley de arbitraje. 

CONGRESO DE PALMA DE 
MAUORCA 

Se han iniciado los trabajos para el 
desarrollo de las conclusiones aproba­
das en el Congreso de la Abogacía cele­
brado en el mes de abri l en Palma de 

SALA DE TOGAS 

Mal lorca. El día 16 de octubre se ha 
reunido en el Consejo General la com i­
sión que estudiará el desarrollo de las 
conclusiones de la primera Ponencia, 
habiendo sido nombrado coordinador de 
los trabajos de Anda lucía, Ceuta y Meli­
lla, nuestro decano. 

VICARIA JUDICIAL 
D. Eduardo Navarro López ha sido 

nombrado recientemente Vicario Judi­
cia l, sustituyendo en este cargo a D. 
José Antonio Bernabé Albarracín. D. 
Eduardo Navarro es Párroco de San 
Pedro. y es licenciado en Derecho 
canónico. 

NOS DEJARON 

El día 1 5 de septiembre del corriente 
año falleció en A lmería el compañero D. 

Francisco Frías Giménez. Se había 
incorporado al Colegio el día 12 d~ 
noviembre de 1948 y había ejercido la 
Abogacía hasta el mismo día de su 
muerte, ya que ese día por la mañana 
había tenido actuaciones judiciales en 
Vera. Tenía 76 años de edad. 

Y el día 5 de octubre actual falleció en 
accident e de carretera el compañero D. 
Joaquín Gázquez Alcoba, incorporado a l 
·Colegio el día 27 de 1979. Ten ía 35 años 
de edad. 

El Consejo de Redacción de Sala de 
Togas qu iere dejar constancia de su 
pésame por estas dos pérdidas para la 
Abogacía almeriense. 

El día 13 de agosto de 1989 fa lleció D. 
Manuel Delgado Pañete, Vicepresidente 
del Consejo General de la Abogacía y ex­
decano del Colegio de Abogados de 
Valencia. Ha muerto un hombre sencillo, 
cordial, afectuoso y gran Abogado. 
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TURNO DE OFICIO 
. 

La Junta General extraordinaria del Co­
legio de Abogados, celebrada el día 11 de 
Septiembre pasado, adoptó el siguiente 
acuerdo: 

Suspender el servicio de turno de oficio 
y de asistencia al detenido a partir del día 
16 de octubre con la regulación oportuna, 
con nombramiento de una Comisión que 
en el plazo de un mes regule dicho servi­
cio, celebrándose la Junta General para la 
aprobación de esas normas el día 10 de 
octubre. 

La Junta General extraordinaria celebra­
da el día 10 de octubre acordó por mayo­
ría de votos la suspensión total del servi­
cio de turno civil y penal y la prestación del 
servicio de asistencia a detenidos-presos 
por un solo Abogado de 8 a 9 horas, con 
reivindicación de honorarios mínimos con 
arreglo a las Normas de honorarios, sin 
perjuicio de aceptar las Normas genera­
les que para toda España se establezcan 
~e~cto. · 

La Junta de Gobierno del Colegio, en se­
sión del día 13 de octubre, adoptó el si­
guiente acuerdo: 

Esta Junta de Gobierno, teniendo en 
cuenta que el Acuerdo adoptado por la 
Junta General extraordinaria celebrada el 
di a 1 O de octrubre en curso, no aprobó las 
normas reguladores de la prestación del 
servicio del Turno de Oficio y Asistencia 
al Detenido-Preso propuestas por la Comi­
sión designada al efecto en Junta Gene­
ral extraordinaria, estableciendo otras que 
diferían notablemente de aquéllas -pues 
no garantizan de Abogado al detenido, en 
las diligencias procesales y judiciales en 
los términos establecidos en la ley- e in­
fringiendo el precepto Constitucional que 
lo establece, en uso de lo prevenido en el 
art. 97 del Estatuto General de la Aboga­
cía, y lamentando tener que adoptar un 
acuerdo impugnando los términos del 
mencionado por considerar justas las rei­
vindicaciones pretendidas, aprueba por 
unanimidad de los asistentes suspender 
la ejecución de dicho acuerdo plenario y 
recurrir el mismo ante el consejo general 
de la Abogacía Española. 

REAL ACADEMIA DE JURISPRUDENCIA 
DE GRANADA 

La Real Academia de Jurispruden~ia y Le­
gislación de Granada ha celebrado el ac­
to de apertura del año académico 
1.989-1.990, que tuvo lugar el día 27 de 
octubre en el Salón de Actos del l. Cole­
gio de Abogados de Granada, con el si­
guiente programa: 
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- Lectura del acuerdo de ingre­
so como Académico de Número 
del limo. Sr. D. José Cano 
Barrero. 

SALA DE TOGAS 

El Diputado 1• de lo Junto entrego el trofeo de <ompeones de dominó o Jaime Morales 
en representación de Abelardo (ampra. 

· Discurso del nuevo Académico, 
bajo el título "La supresión de 
las Audienc;ias Territoriales''. 

- Imposición de Medalla, entre­
ga de título y recepción como 
Académico. 

· Contestación por el limo. Sr. 
Académico D. Manuel Ruiz Rico. 

- Lectura del acuerdo de ingre­
so de señores Académicos 
Correspondientes. 

- Imposición de Medalla, entre­
ga de título y recepción como 
Académicos correspondientes 
de los limos. Sres: 

Don Eduardo Alcalde Sánchez 
Don Francisco Taboada Camacho 
Don Manuel Gallego Morell 

- Entrega del Premio a la mejor 
tesis doctoral: 
Doña María Eva Fernández 
Baquero 

- Entrega del Premio al mejor ex­
pediente académico: 

Don Juan José Marín López. 

- Clausura del Acto por el Exc­
mo. Sr. Presidente de la Real 
Academia. 

A dicho Acto asistieron los Académicos 
Correspondientes Don Ramón Muñoz 
Sánchez, Decano del Colegio de Aboga­
dos de Almeria, y don Fausto Romero Miu­
ra Giménez, Diputado 3° de la Junta de 
Gobierno. 

MUTUALIDAD GENERAL DE PREVISION 
SOCIAL DE LA ABOCACIA 

NATURALEZA Y REGIMEN JURIDICO 
La Mutualidad General de Previsión So­

cial de la Abogacía es una entidad priva­
da de previsión profesional, sin ámimo de 
lucro, basada en los principios de solida­
ridad, equidad y suficiencia y que se rige 
por: 

O Estatuto General de la Abogacía, apro­
bado por Real Decreto 2090/1982, de 24 
de julio. 
O Ley 33/1984, de 2 de agosto, sobre Or-. 
denación del Seguro Privado. 
O Reglamento de Ordenación del Segu­
ro Privado, aprobado por Real Decreto 
1.348/1985, de 1 de agosto. 
O Estatutos de la Mutualidad General de 
Previsión Social de la Abogacía, aproba­
dos por la Asamblea General el día 31 de 
enero de 1987. 
O Reglamento del Plan de Previción Pro­
fesional de la Abogacía, aprobado por la 
Asamblea General el día 27 de junio de 
1987. 

OFRECE A LOS MUTUALISTAS 

A) PRESTA ClONES BASICAS 
O Subsidio de Defunción. 
O Pensión por Jubilación 



O Pensión por Invalidez. 
O Pensión por Viudedad y, en su caso, Or­
fandad y en favor de los padres del 
mutualista. 
O Subsidio por Invalidez. 

Constituyen el Plan de Previsión Profesio­
nal de la Abogacía. 

B) PRESTACIONES COMPLEMENTA 
AlAS 

O Seguro de Accidentes individuales (a 
suscribir por el titular o familiares). 
O Subsidio por Intervención Quirúrgica 
(en favor del titular o familiares) 
O Seguros de Vida (Vida entera, tempo­
rales, amortización de préstamos, mixtos, 
de capital diferido, rentas diferidas). 
O Lexfondo. Fondo de inversión Mobilia­
ria, a través del cual puede suscribirse un 
plan de pensiones personal. 

O Ayuda económica a la familias con hi­
jos minusválidos. 
O Subsidio por Incapacidad Profesional 
Transitoria (I.P.T.), mediante concierto con 
los Colegios de Abogados. 
O Ayudas de estudios para hijos de 
mutualistas. 
O Servicio de préstamos para daños gra­
ves en el despacho 

SALA DE TOGAS 

El De<ano entrega el premio •Ilustre Colegio provincial de Abogados• a Purilicadon Dios Martinez. 

o· Servicio de financiación para adquisi­
ción de automóviles. 
O Servicio de préstamos especiales para 
mutualistas jóvenes (adquisición de biblio­
teca, iniciación profesional). 

C) OTRAS PRESTACIONES, AUXILIOS O 
SERVICIOS 
O Asistencia médico-quirúrgico­
farmacéutica concertada con la Seguridad 
Social. 

FESTIVIDAD DE SANTA TERESA DE JESUS 
Se han celebrado los actos que tradi ­

ciona lmente organiza el Colegio de Abo­
gados con motivo de la festiv idad de 
Santa Teresa de Jesús. Patrona del 
Colegio. 

El día 1 3 de octubre. a las 21 horas. se 
entregaron los trofeos del campeonato 
de dominó a la pareja vencedora for­
mada por Jaime Morales y Abelardo 
Campra y a la pareja subcampeona for­
mada por José L. Martínez y Juan 
Terriza . A continuación se entregaron 
los trofeos a los equipos de fútbol cam­
peón y subcampeón, que ganaron los 
dos equipos del Colegio. recogiendo el 
primero Federico Soria Fortes y el 
segundo Juan Vicente. 

El Decano no se resignó a su función 
protocolaria en la entrega de trofeos de 
fútbol, y sacó del r incón de los recuerdos 
la foto del equipo del Colegio ganador en 
1974, que nos entregó para SU publica- Equipo de lufbal del Colegio campeón. 1989 
Ción. De izquierda a dere<ha, ariiva: A. lbañez, F. Soria, A. Ruiz, J. Valverde, J.J. Bautista 

abajo: J. Olmedo, J.l. lópez, J.M. Milán , J.C. Castell s, J. Soler y J. Soria. 
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Los trofeos fueron entregados en el 
acto invitación a coleg iados y funciona­
rios que tuvo lugar en el Club de Mar. 

El día 14 de octubre se celebraron los 
siguientes actos: a las 11 horas tuvo 
lugar una misa en el Santuario de la Vir­
gen del Mar con asistencia de Abogados. 
Magistrados. Fiscales y otros funciona­
rios judiciales y familiares; a las 13 
horas. un acto solemne de juramento­
promesa de nuevos Abogados ante la 
Junta de Gobierno, con breves palabras 
de bienvenida y felicitación del Decano; 
entrega de Diplomas a 5 compañeros 
que cumplían sus 25 años de ejercicio 
profesional D. Federico de Haro Grana­
dos, D. Antonio F. López Cuadra. D. Gui­
llermo Lao Lao, D. guillermo Abad López 
y D. José Berna! Pérez. con breves pala ­
bras de felicitación del Decano. que­
dando "procesalmente" emplazados pa­
ra recibir el Diploma de las bodas de oro; 

Antonio lópet Cuadra 

Guillermo lao lao 
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El Oe<ano entrega el trofeo de <ampeón de fútbol a Fedtrko Soria. 

y finalmente se procedió a la entrega del 
"Premio Ilustre Colegio Provincial de 
Abogados" para el mejor expediente 
académico conseguido en el curso 
1 988-1 989 en la Licenciatura en Dere­
cho por un estudiante natural de Alme­
ría, que correspondió a doña Purificación 

Díaz Martínez. dotado con 50.000.­
pesetas. terminando el acto con unas 
palabras de felicitación del Decano. Y a 
las 14,30 horas se celebró un almuerzo 
en el Club de Mar con asistencia de 
Autoridades judiciales. Abogados y fa­
miliares. 

Guillermo Abad lóptl Federi<o de Har¿ Granados José Bernal Perex 



SALA DE TOGAS 

SOBRE EL ARTICULO 523 DE LA LEY 
DE ENJUICIA·MIENTO CIVIL 

José Fernández Revuelta 

Por J.F.R. 
Siempre resulta una seria responsabi­

lidad para el Letrado que inicia o se 
opone a un procedimiento judicia l, pen­
sar en la trascendencia de un posible 
fallo con imposición de las costas proce­
sa les, por cuanto puede acarr'ear, en 
muchos casos, una importante carga 
económica para el cliente, y, en otros, 
engendrar la duda personal de una posi­
ble temeridad en la actuación profesio­
nal. 

Por ello, aprovechando la oportunidad 
que me brinda SALA DE TOGAS, creo de 
cierto interés comentar una reciente 
sentencia de la Audiencia Provincial de 
Almería, dictada en Recurso de Apela­
c ión frente a una sentencia recaída en 
un Cognición tramitado en un Juzgado 
de Distrito de esta Provincia. cuyas sen­
tencias -la de primera y segunda 
instancia- aplican el art. 523 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil con un criterio 
un tanto original según mi personal 
apreciación. 

Con fecha 30-5-86 la Comun idad de 
Propietarios de un Edificio de aparta-

mentos demanda al matrimon io titular 
de tres viviendas col indantes, situadas 
en una misma planta, porque habían 
incorporado a ellas un trozo del pasillo 
de la Comunidad, recabando del Juzgado 
condenase a los demandados a derribar, 
a su exclusiva costa, la construcción, 
con imposición de las costas del Juicio. 

Por no residir ya el matrimon io 
demandado en el domicil io fijado en la 
demanda, no pudo ser emplazado hasta 
el día 16 de Enero de 1987. Es decir, que 
entre la presentación de la demanda y el 
emplazamiento transcurrieron unos seis 
meses. 

Durante ese período de tiempo, al 
parecer entre Noviembre y Diciembre de 
1986, - por supuesto, antes de ser 
emplazados los demandados- las obras 
fueron realizadas totalmente, por lo que 
éstos al contestar la demanda (2-2-87) 
alegaron "que las obras objeto de la 
demanda fueron demol idas hace tiempo, 
quedando los elementos comunes en. su 
estado original, como podrá comprobar 
el Juzgado en su momento". 

Ante el Juzgado de Distrito correspon­
diente se celebró el acto del Juicio Ver­
bal, con fecha 27-2-87, manifestando la 
representación de la Comunidad de­
mandante que se ratificaba en la 
demanda, si bien "habiéndose demolido 
las obras ilega lmente rea lizadas, cinco 
meses después de ser demandados, se 
contrae nuestra petición a que se les 
condene al pago de las costas causa­
das". 

De esta delegación del representante 
de la Comunidad actora podría sobreen­
tenderse que rectif icaba su demanda de 
acuerdo con el contenido del art. 52 del 
Decreto de 21-11-52, pero literalmente 
no lo hizo así, y, además, - como se verá 
después- esa supuesta rectificación 
tampoco se admite en la sentencia. 

Por otra pa rte, no debe pasar desaper­
cibida la alegación actora en el sentido 
de que las obras se realizaron "cinco 
meses después de ser demandados", 
cosa muy distinta a que se hubieran 

realizado después de ser emplazados. 

Es en el segundo caso, o sea, después 
del emplazamiento. cuando se establece 
la relación procesal entre partes que 
pudiera trascender en el fallo del litigio. 
No es lo mismo "ser demandados" que 
" ser emplazados", por tanto, mientras el 
emplazamiento no se lleve a efecto, la 
realización de las obras - antes del 
citado emplazamiento- suponía la im­
procedencia de la demanda. hasta el 
extremo de resultar temeraria la conti ­
nuación del trámite. 

Durante el período probatorio se acre­
dita que las obras estaban real izadas ya, 
y según testigo dicha rea lización fue 
sobre Octubre de 1986. (Es decir, unos 
tres meses antes de ser emplazados los 
demandados). 

La sentencia del Juzgado de Distrito, 
en sus Antecedentes de Hecho, tras 
reproducir la súplica del escrito de 
demanda y referirse a las c ircunstancias 
por las que se tardó tanto tiempo en el 
emplazamiento, dice litera lmente: "Qué 
señalado el Acto del Juicio, comparecie­
ron ambas partes, ratificando sus escri­
tos respectivos de demanda y contesta­
ción". 

Y en sus Fundamentos de Derecho se 
dice literalmente: 

"PRIMERO.- Considerando, que aún 
cuando el demandado rea lizó las obras 
tendentes a dejar los elementos comu­
nes en su estado originario antes de ser 
emplazado, hecho éste reconocido por la 
actora en el Acto del Juicio, no cabe sin 
embargo deducir en base a ello un ejer­
cicio extemporáneo de la acción por 
parte de ésta, toda vez que las obras fue­
ron 'real izadas con posterioridad a la 
interposición de la demanda, como así 
se desprende de la prueba testifical, lo 
que demuestra no sólo lo justificado del 
ejercicio de la acción sino la actitud 
maliciosa y temeraria del demandado 
que por su condición de copropietario, 
como así lo reconoce éste en su escrito 
de contestación a la demanda, pudo no 
solo tener la posibilidad de asistir a la 
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Como esa insólita -a nuestro pare­
cer- condena en costas, no convenció a 
los demandados, la recurrieron en ape­
lación ante la Audiencia Provincial. 

Con fecha 18-2-89 la citada Audiencia 
dictó sentencia confirmando la apelada e 
impon iendo -también- las costas pro­
cesales a la parte apelante. 

Dicha sentencia. t ras aceptar-los ante­
cedentes de hecho de la Resolución ape­
lada, y reproducir el Fallo de la misma, 
contiene los siguientes Fundamentos de 
Derecho: 

"PRIMERO.- Si bien la demanda solí­
taba la demolición de unas obras 
supuestamente inconsentidas. llevadas 
a cabo en un edificio por los propietarios 
de dos apartamentos, sin embargo en el 
juicio verba l quedó reducida la reclama­
ción a la condena de los demandados en 
costas, por haber sido demolidas las 
obras. La sentencia acoge esta preten­
sión y condena en costas a los deman­
dados, pronunciamiento éste que consti ­
tuye el exclusivo objeto de este Re­
curso". 

"SEGUNDO.- Del examen de la tra­
mitación seguida en Primera Instancia y 
de la prueba practicada se desprende 
que cronológicamente pueden distin­
guirse los siguientes Actos, unos sus­
tantivos y otros procesales: 1) En fecha 
19 de Julio de 1986 es presentada en el 
Juzgado la demanda pidiendo la demoli­
ción de las obras; 2) En Diciembre de 
1986 termina la "restituio in pristinum" 
de los elementos comunes afectados por 
las obras, comprensiva tanto de la demo­
lición de éstas como de la restauración 
de aquellos, como acredita la prueba tes­
tif ical; y 3) El 16 de Enero de 1987 son 
emplazados los demandados, cuya repre­
sentación legal contesta a la demanda el 
día 2 de Febrero. De esta relación de 
hechos se desprende que como indica la 
sentencia recurrida, la interposición de 
la demanda estaba plenamente justifi ­
cada toda vez que, en la fecha en que fue 
presentada, aún no habían sido demoli­
das las obras, y si la parte demandada 
las retiró postériormente y quiere basar 
en ello su pretensión de no ser conde-
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nada en costas, lo que debió hacer tras 
reponer los elementos comunes a su 
estado anterior fue allanarse a la 
demanda, en cuyo caso probablemente 
habría obviado la imposición de costas 
como perm ite el art. 523-32 de la Ley de 
Enjuiciam iento Civil, pero como lo que 
hizo fue oponerse a la demanda argu­
mentando que la obras ya habían sido 
demolidas. obligando así a proseguir la 
tramitación por todas sus fases, es de 
aplicación el párrafo 1 Q del precepto 
citado. a cuyo tenor las costas de Pri­
mera Instancia deben ser impuestas a la 
parte vencida en Juicio salvo que se 
aprecie la concurrencia de circunstan­
cias excepcionales que aconsejen lo 
contrario, caso que no es el que nos 
ocupa. Procede, por tanto, la desestima­
ción del Recurso interpuesto y, consi­
guientemente. la confirmación de la sen­
tencia apelada". 

Con el natural respeto a l Tribunal que 
la dicta, estimamos que dicha sentencia 
peca -al menos aparentemente- de 
las mismas incongruencias que la del 

Juzgado de Distrito. Es muy posible que 
circunstancias - accesorias y periféricas 
al punto debatido- que han rodeado los 
·hechos objeto de debate, cuyas circuns­
tancias no han tenido trascendencia en 
los autos, hayan movido a los juzgado­
res, quizá por un innato sentido de servir 
a la equidad, a una interpretación de 
preceptos, (Art. 523 LEC) poco acomo­
dada a derecho. 

Se trata de resolver sobre lo alegado y 
probado por las partes y, concretamente. 
el contenido de los Fundamentos de 
Derecho de la sentencia que comenta­
mos, nos sugiere los siguientes co­
mentarios: 

A) Decir que en el Ju icio Verbal 
"quedó reducida la reclamación a la 
condena de los demandados en costas" 
supone admitir que la parte actora modi­
f icase su demanda en el Juicio Verbal 
(art. 52, D. 21-11 -52) cosa que no 
admite la sentencia recurrida ("Las par­
tes ratificaron sus escritos respectivos 
de demanda y contestación". Hecho ter­
cero de la sentencia). 

B) Se dice que, por estar ya demolida 
la obra. la parte demandada que preten­
día no ser condenada en costas " debió 
allanarse a la demanda .... pero lo que 
hizo fue oponerse argumentando que las 
obras ya habían sido demolidas". 

¿Cómo iba a allanarse a la demanda si 
la pretensión deducida había sido ya 
realizada?. A la vista de los hechos no 
cabe, n i lógica, ni literal, ni jurídica­
mente, un allanamiento. Más correcto 
resultaría argumentar que el deman­
dante, a la vista de los hechos, debería 
haber desistido de su demanda. 

C) También se dice en la sentencia que 
"las costas de Primera Instancia deben 
ser impuestas a la parte vencida en Jui­
cio salvo que se aprecie la concurrencia 
de circunstancias excepcionales". ¿Có­
mo puede considerarse vencida en Jui­
cio la parte demandada !¡,i en el propio 
Fallo se dice que se habían realizado por 
d icha parte las obras cuya demolición 
solicitaba la actora? ¿Qué es, pues, lo 
que se estima de la demanda?. 

No debe ignorarse que la condena en 
costas es un pronunciamiento que se 

· une como subsidiario al que es objeto 
principal del pleito. Las costas son el 
afecto y el pronunéiamiento principal la 
causa. Como no puede haber efecto sin 
causa, lógicamente no debe imponerse 
las costas si no hay un pronunciamiento 
de condena . 

Cuando quienes no intervenimos en la 
Administración de Justicia estudiamos e 
interpretamos, a nuestro criterio, las 
sentencias, muchas veces nos pl.antea­
mos la alternativa de si el Fallo es lógica 
consecuencia del razonamiento jurídico, 
o bien el rezonamiento jurídico se induce 
del Fallo. 

Todo lo que hemos razonado son 
dudas que nos surgen, a título personal. 
sobre la aplicación del art. 523 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil en las sentencias 
comentadas pero, aún siendo a t ítulo 
personal, no dejen de ser interesantes 
como "aviso a los navegantes", sobre 
todo cuando de "costas" se trata . 



celebractón de la Junta de Propietarios. 
sino tener conocimiento de los acuerdos 
que en ésta se adoptaron, de tal modo 
que si en Junta celebrada el 29 de Mayo 
de 1985 se acordó entablar las corres­
pondientes acciones judiciales tenden­
tes al restablecimiento de la propiedad 
común, según obra en la prueba docu ­
mental, pudo el demandado desde esta 
fecha allanarse a las legítimas preten­
siones de la hoy actora, realizando las 
obras. s in esperar a que la Comunidad 
entablara las oportunas acciones judicia ­
les para exigir el cumplimiento de unos 
concretos preceptos de la Ley de Propie­
dad Horizontal que prohiben al propieta ­
rio de un piso hacer alteración en los 
elementos comunes del inmueble, con la 
lícita finalidad de poner término a una 
transgresión jurídica". 

Este fundamento razona sobre suposi­
ciones, no sobre hechos probados en el 
pleito, " pudo ... asistir ... y tener conoci­
miento". Los demandados no residen en 
Almería y no se ha probado que asistiera 
a la Junta de Propietarios. 

... 

En el Fundamento de Derecho SE­
GUNDO de la sentencia dictada en Pri­
mera Instancia se dice. literalmente: 

"Considerando. que una vez realiza­
das las obras por los demandados no 
procede su c9ndena e[l cuanto a la 
demol ición de las mismas. lo que no 
implica la desestimación de la demanda. 
en cambio sí procede estimar la preten­
sión de la demandante en cuanto a la 
condena en costas de la demandada, 
toda vez que a tenor de lo dispuesto en el 
art. 523 de la Ley de En1uictamiento Civil 
y ha quedado acreditado, ha sido la 
temeraria conducta de los demandados 
la que ha forzado a la actora al plantea­
miento de la presente litis, debiendo por 
tanto ser la parte demandada quien 
soporte todos los gastos que ello ha 
ocasionado". 

¿Por qué continuó el pleito la deman­
dante, sabiendo que las obras estaban 
realizadas antes del emplazamiento?. 

Es evidente que la aplicación correcta 
del citado artículo 523. bien en su 

• e 
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párrafo primero o bien en el segundo, no 
justifican, en n ingún cas.o, la imposición 
de las costas en este asunto a los 
demandados. 

Los razonamientos aducidos en la sen ­
tencia de Primera Instancia llevan al 
siguiente: 

"FALLO: Que esti.mando la demanda 
presentada .... y habiéndose realizado por 
la parte demandada las obras cuya 
demolición solicitaba la parte actora, 
debo condenar y condeno a los deman­
dados al pago de las costas del proce­
dimiento" . 

A la vista de lo que se ha expuesto 
hasta aquí se estimó por los demanda­
dos que el citado Fallo contenía un 
auténtico contrasentido ya que "estimar 
la demanda". "haberse realizado las 
obras por la parte demandada cuya 
demolición se solicitaba", y "debo con ­
denar y condeno a los demandados al 
pago de las costas", eran tres conceptos 
incongruentes entre sí, observados des­
de el punto de vista jurídico. 

e 
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SALA DE TOGAS 

LA ELOCUENCIA DEL SILENCIO 

Por J.M.T.R. 

El pueblo. con su cachaza y parsimo­
nia, desde antiguo, viene sosteniendo 
que lo mejor es callar, porque en defini ­
tiva, "en boca cerrada no entran mos­
cas", o como diría Cervantes. "al buen 
callar llaman Sancho" (1 ), de forma que 
con el silencio, según la sabiduría popu­
lar, se evita la pelea con el vecino del 
át1co, los altercados con el conductor 
imprudente y alocado, o la discusión con 
la "ama de casa", lo que en definitiva 
imp1de los digustos previniendo el infar­
to de miocardio. 

Pero el silencio, dentro de las Ciencias 
Jurídicas, tiene trascendencia y en 
numerosas ocasiones resulta expresivo: 

A).- De un lado, nos encontramos 
con el silencio de la l ey. Las normas, al 
igual que los humanos. siguen como 
proceso biológico, el nacer, vivir y morir; 
y la Ley, desde su nacimiento hasta su 
muerte despliega la fuerza obligatoria. 
Ahora bien, la inexistencia de la norma, 
crea un vacío legal - silencio de la Ley­
entrando en juego las denominadas 
lagunas. motivadoras de una rica litera­
tura jurídica (2). ya que ante la inexis­
tencia, o insuficiencia de la Ley, el Juez 
no puede ca llar, es decir, está obligado a 
decidir: a).- "Los jueces y Tribunales no 
podrán, bajo ningún pretexto, dilatar, ni 
negar la resolución de las cuest iones 
que hayan sido discutidas en el pleito" 
(art. 361 de la LEC); b).- "El Juez que se 
negare a juzgar, so pretexto de oscuri­
dad, insuficiencia o silencio de la ley" . 
(art. 357 del CP); e) El art . 9,3 de la CE. 
garantiza la seguridad jurídica. 

A ún cuando que para subsanar la 
laguna legal haya de acudirse al sistema 
de fuentes establecido en el art. 12 del 
ce., es lo cierto que la primera conse­
cuencia que se obtiene. es que la propia 
Ley ordena, con carácter imperativo y 
categórico, que ante su si lencio. el Juez 
no pueda permanecer mudo; como si a 
un segundo Lázaro le ordenase: "leván ­
tate y anda" . 
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B).- De otro lado aparece el silencio 
como declaración de voluntad . PUIG 
PEÑA (3 y 4), después de hacer un análi­
sis de la voluntad expresa. tácita y pre­
sunta en el " estudio especial del silen ­
cio", sintetiza: a).- Tesis negativa, de 
SAVIGNY y BONFARTE, negando que el 
silencio, por si solo, como acto negativo 
que es. pueda valer como consenti­
miento, ni producir efecto jurídico; b).­
Tesis positiva (GABRA y DERNBURG). 
que admiten el silencio. como consent i­
miento, siempre que concurran circuns­
tancias idóneas; e).- Tesis ecléctica, 
conforme a la cual "hay supuestos en la 
vida en los que dada una relación deter­
minada entre dos personas, el modo 
corr iente de obrar implica el deber de 
hablar y el callarse puede ser interpre­
tado como una declaración positiva o 
negativa". 

ANTECEDENTES HISTORICOS 

Sobre la cuestión planteada, en los 
textos históricos, existen numerosos 
adag ios y principios: ·" El que calla 
parece que confiesa"; "el silencio hace 
las veces de ratificación"; "el que 
calla, otorga" (5). EL DIGESTO (6) cita el 
caso de un comprador que cree adquiri r 
una esclava "virgen", y resu lta lo con­
trario. El vendedor calla y ante ello se 
declara haber lugar a la resolución de la 
compraventa por vicios ocultos, que 
quedan probados, ante el silencio del 
vendedor. 

Subs1mible en la tesis negativa, SOL­
FI, afirma que "el callar es propiamente 
lo o puesto de consentir". Y en las Par-

t1das del Rey Sabio (7) se establecía: "El 
que calla es cierto que no confiesa, pero 
también es verdad que no niega". 

MANRESA (8) observa que nadie duda 
ya que el silencio o la abstención, pue­
den ser signos del consentimiento. o 
sea, que éste no es preciso que sea 
expreso en todo caso, pero habrá de tra­
tarse, tal modo de manifestación de la 
voluntad, con suma prudencia y sin duda 
alguna dándole una interpretación res­
tnctiva. 

DOCTRIN A DEL 
TRIBUNAl SUPREMO 

El TS .. se inclina a partir de la senten­
Cia de 24-11 -43 por la posición interme­
dia o ecléctica, reiterada por otra de 24-
1-1957 y por la de 14-6-1963, conforme 
a las cuales "si bien no ha llegado toda­
vía la doctrina a establecer fórmulas de 
general aceptación. suficientemente se­
guras y precisas, entre las teorías 
extremas, una, el que calla, ni afirma ni 
niega, y otra, el que calla otorga. surg ió 
una intermedia que consideraba al 
silencio como decla ración de voluntad 
cua ndo dada una determinada relac1ón 
entre dos personas el modo corriente de 
proceder implica el deber de hablar, ya 
que el que puede y debe hablar no lo 
hace. se ha de reputar que consiente". 

OTRAS CONSECUENCIAS LEGALES 
DEL SILENCIO 

Con independencia de lo antenor. 
obsérvese, que en nuestro ordenamien ­
to jurídico, se dan numerosos ejemplos, 
de los quebraderos de cabeza y tra stor­
nos, que se pueden irrogar. por cal lar, es 
decir, como diría el castizo; " por no dar 
la cara": a).- Ante el silencio del 
demandado se le tendrá por no perso­
nado en el procedimiento (art. 525 y 526 
de la LEC); b).- Por no contestada a la 
demanda (art. 527 a 531 de la LEC); e)­
En situación de rebeldía (art. 762 a 789); 
d).- Se podrá acordar la retenc1ón y 



embargo de b1enes (art. 762); e) ­
Tenerle por confeso (art. 586.2); !).­
Sentencia firme. y ejecutoria. al no 
entablar el correspondiente recurso.- Y 
para que dec1r, la importancia trascen ­
dental de las instituciones de la pres­
c ripción y caducidad ante el silencio. Y 
fuera del ce .. en el apart. 1, del art. 16 
de la Ley de P. Horizonta l, se admite un 
supuesto en que se da eficacia al silen­
CIO, de forma positiva. En Sentencia de 
7-11 -1975 el TS .. en un supuesto de 
reforma de Estatutos de edificio en 
régimen de propiedad horizontal, decla ró 
al respecto "que ganó unanim idad, por 
el consentimiento tácito del hoy recu­
rrente, al no haber mostrado su discon­
formidad dentro de los 30 días siguien­
tes a su notificación". 

Por ello. decimos. y con lo cual se con­
cluye, que en Derecho, el silencio es 
muy elocuente. 

NOTAS 

( 1) El Quijote (cap. XLIII). " De los con­
sejos segundos que dio don Quijote a 
Sancho Panza". 

(2) COSSIO: " Las lagunas del Dere­
cho"; DONA TI: "11 problema delle laguna 
dell ordinamiento gioridico"; ZITIEL­
MAN: " Las lagunas del Derecho". en 
Revista Genera l de Legislación y Juris­
prudencia, pág. 322. 

(3) FEDERICO PUIG PEÑA: "Tratado 
de Derecho Civil Español", tomo 1, vol. 11, 
pág . 498 y sig. Como noticia de interés 

bibliográfica, se hace constar. · que de 
este autor, en 1988, se ha publicado la 
7a ed1c1ón. de su " Derecho Penal", el 
cual, al decir de uri comentansta "es una 
herramienta única no sólo para estu ­
diantes universitarios. sino también para 
los profesionales ya consagrados. ya que 
su contenido y presentación hacen de 
ella una obra de alta calidad". RODRI ­
GUEZ MUÑOZ. en prólogo a la 1 a edi ­
ción, decía que "es un verdadero tra ­
tado" Para los universitarios de mi 
generac1ón fue texto necesano. Para mí. 
imprescindible. 

Es lástima que los almerienses nos 
olvidemos. frecuentemente, de los alme­
rienses. Hay que tener en cuenta, que 
este almeriense, universal, estuvo in ­
corporado a nuestro Colegio de Aboga ­
dos. 

Un ejemplar de la 1 a edición. me fue 
prestada, por ANGEL GOMEZ FUENTES. 
abogado. diputado andaluz y persona 
entrañable. hasta que sa lió la 2a edición, 
en 1950, la cua l. totalmente subrayada, 
se sigue conservando. 

(4) Como cuestión incidental, al últi­
mo inciso de la nota anterior. los prés­
tamos de libros. entre estudiosos e inte­
lectuales. encuentra cierta reticencia en 
la devolución de los mismos. En tu 
biblioteca, y en la mía, existe algún que 
otro libro. que se nos "olvidó" retornar a 
su dueño. De igual forma, falta, alguno 
que otro, que fue prestado y no retornó. 
pasando al olvido. PACO RUIZ. abogado 
ágil y dinámico. que vino del frío, hace 
años, y mientras discutíamos un pro­
blema profesional, con sus ojos. de li nce, 
captó, una monografía, en el despacho. 
creo que fue " Régimen Jurídico y Admi­
nistrativo de las aguas públicas y priva­
das", de Cerrillo Quilez, y manifestó que 
le era necesario que se lo dejase. No 
podía negárselo, pero como arma defen ­
siva le conté la anécdota ocurrida a don 
ANTONIO MAURA (1 853-1925). ilustre 
abogado, y estadista, Ministro. Presi­
dente de Gobierno, Presidente de la Real 
Academia de la Lengua. cuando un 
·compañero, le pidió determinado libro 
"sólo por unos días", a lo que se negó 
de forma rotunda y terminante. 

Don Antonio - le dijo el compañero­
le doy mi palabra de honor, que lo traeré 
antes de una semana. 

Y MAURA, con serenidad e inocencia. 

SALA DE TOGAS 

le respond1ó: 

-Ese m1smo argumento es el que uti­
licé para tener una buena biblioteca . 

(5) SOTO NIETO, en " Derecho v1vo. 
Jurisprudencia comentada", Revista de 
Derecho Judicial, 1970. pág. 259 dice 
que estos prmcipios, y concretamente. el 
último, que fue introducido por el Canó­
nico, son erróneos, pues se trata de una 
omisión de comportamiento, algo de 
signo neutro. y el comportamiento pre­
cisa ser demostrado. 

(6) Ley 11, parr 5º , tít. l. Libro XIX. 
(7) P. VIl, tit. XXXIV, Ley 23. 

(8) "Comentarios al Código Civil Es­
pañol" , Interpretación del art. 1 262. 
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• LA EMBRIAGUEZ DEL CONDUCTOR 
{NO ASEGURADO) NO EXIME A LA 

ASEGURADORA DEL PAGO DEL SEGURO 
VOLUNTARIO 

LAS SALAS 1• y 2a DE LA TERRITO· 
RIAL DE GRANADA DICTAN SENTEN­
CIAS CONTRARIAS EN EL MISMO Y 

UNICO SINIESTRO 

Por E.E.H. 

Puede parecer extraño, pero es ver­
dad. Un mismo hecho, juzgado por las 
dos Salas de lo Civil del mismo rango, 
mereció soluciones opuestas. El usuario 
que tuvo la suerte de que su smiestro 
correspondiera a la Sala 1 a, encontró 
acogida en su tesis, altamente indemnl ­
zatoria. El otro usuario del mismo vehí­
cu lo y accidente, que por el juego del 
turno y de fechas, tuvo la "'fatalidad"' de 
que su plei to se vent ila ra en la Sa la 2a. 
vio rechazada la indemnizatoria petición 
- por el seguro voluntario- que su 
compañero de fatigas y lesiones -
repetimos- había obtenido. 

La propia postura sorpresiva, pero de 
signo o motivación contra rios, acusó la 
Compañ ía Aseguradora , al conocer y el 
otro Tribunal, del mismo nivel, le vinculó 
a asumir aquella cobertura económica, 
frente al otro perjudicado del mismo 
siniestro. 

ANTECEDENTES- SENTENCIA DE 
LA SALA SEGUNDA DE 25.06.86 

El día 20.11 . 77 (fecha del arranque 
judicial y exponente de la lentitud de la 
máquina de la Justicia, si observamos 
que se resuelve definitivamente el 
asunto en el presente año 1989), acae­
ció un accidente de circulación en 
Roquetas de Mar, por el que J .S.F., con­
ductor del vehícu lo AL-6.386-C (propie­
dad de su esposa G.C.U.), en tot.al estado 
de embriaguez, colisionó a un vehículo, 
AL-8.918-C, que circulaba en dirección 
contraria, lesionando gravemente a sus 
ocupantes. 

El conductor ebrio, fue condenado en 
vía penal, por imprudencia temeraria y 
alcoholemia, con 288 miligramos en 
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sangre. Las lesionadas entonces se 
reservaron las acciones civiles. 

Y aquí viene la perplejidad Jurídica 

Dejando aparte - por no ser de interés 
en este análisis jurídico- la reclama­
ción de la primera usuaria y el resu ltado 
de las primeras instancias. aconteció 
que, interpuesto recurso de apelación 
por la Compañía aseguradora, conde­
nada en la vía civil a solicitud de una 
demanante lesionada, se produce la sen­
tencia de la SALA SEGUNDA de lo civil 
granadina, de fecha 25.06.86, que 
estima parcialmente el recurso " repu­
tando objetivamente excluidos del ám­
bito de riesgos cubiertos por el serguro 
voluntario, los causados por el asegu­
rado a la perjudicada demandante'' . 

En su consecuencia, la Compañia 
aseguradora abonó sólo el monto del 
SEGURO OBLIGATORIO, exonerándose 
de la alta cifra dineraria que hubiera 
implicado la cobertura del Seguro volun­
tario correspondiente. 

El argumento de la Compañía. formu ­
lado por nosotros como Abogado de la 
misma en todas las intancias, fue acep­
tado por la Sala y se significó en ·que 
asegurador y asegurado se habían 
sometido en su concierto o póliza suscri­
tos. al modelo establecido por la Orden 
Min isterial de 31 .03.77, y esta orden y 
modelo contienen una cláusula - artícu ­
lo 13 apartado d)- que "excluye la 
cobertura del Seguro los hechos que se 
produzcan hallándose el conductor del 
automóvil en estado de embriaguez". 
Este era, cabalmente el caso de autos. 

Conviene consignar que esta senten­
cia quedó FIRME Y CUMPLIDA, en los 
justos y moderados límites aludidos. que 
contenía. 

LA SENTENCIA DE LA SALA 1 a 
DE 22.10.87 

La otra lesionada usuaria (del mismo 

vehícu lo VIOlentado, AL-8386-C, pilo­
tado éste, según se dijo, por el embria ­
gado J.S.F., mterpuso su reclamación 
civil 1nd1v1dual. al igual que la anterior 
contra el mismo conductor embriagado, 
contra su esposa. dueña y asegurada, y 
contra la misma Compañía Aseguradora, 
Hispania, S.A 

Llevado el asunto li tigioso, c.omo todos 
a la segunda instancia, se solicitó por 
esta parte ante la Sala 1 a - como antes 
se había solicitado y obten1do ante la 
23 - la exclusión de cobertura, en lo 
concerniente al seguro voluntario, por 
operar, - repetíamos nosotros- el art. 
13 apartado d) del modelo un1forme de la 
O.M . de 31 .03.77, que se ref1ere expre­
samente, a la conducción en estado de 
embriaguez, como circunstancia exone­
rator ia. 

Se adUJO también, por este Letrado, 
que la Sa la 23 se había pronunciado en 
el mismo siniestro acogiendo ésta nues­
tra tesis, en la sentencia firme antes 
aludida de 25.06.86. 

Esperábamos y pedíamos la unidad de 
criterio de los dos fallos de la misma 
Audiencia Territorial. 

Pues bien, como aludíamos al princi­
pio, la Sa la P conocedora de la senten ­
cia de la Sa la 23 , fa ll a, en diametral dis­
crepancia con su homólogo Tribuna l. 
incluyendo la cobertura y pago del 
Seguro voluntario a cargo de la Compa­
ñía aseguradora que patrocinábamos. 

Como es un hecho curioso, damos 
publicidad a nuestro archivo, para que 
sirva de orientación y de pauta a los 
órganos y justiciables que estamos en el 
marco jurisdiccional de este territorio. 

Esta sentencia de 22.10.87 difiere de 
la anterior. haciendo basamento en que 
el mismo conductor embriagado -
dilucidado en ambos j uicios- no es el 
asegurado, sino un tercero (distingo que 
la anterior sentencia desprecia, por 



i ntrascedente). 

Así dice en su CONSIDERANDO 38 

"que la Orden de 3 1 de marzo de 1 977 
t rataba de la exclusión de riesgos por la 
m isma ca usa aquí alegada de la 
embriaguez del conduct or. estos fue­
ron precisamente los respect ivos ase­
gurados y no otras personas distintas. 
como ocurre en el presente caso. por 
todo lo que, en consecuencia, no 
puede tenerse el riesgo por exclu ido". 

EL TRIBUN AL SUPREMO, SU 
SENTENCIA Y NUESTRA EXEGESIS 

CRITICA 

La Sala 1 a del Tribunal Supremo, a la 
que recurrimos en casación (obviamente 
contra la resolución de la Sa la 1 a de 
Granada que nos fue desfavorable, no 
contra la de la 23 que nos fue favorable y 
fue firme y cumplida). en sentencia 
reciente de 1 O de abril de 1 989. con­
firma la de Granada, acabada de comen­
tar, ordenadora del pago. Ello, también 
en base a que la interpretación de los 
contratos es facultad de los Tribunales 
de instancia. 

En esta exposición -más comentario 
que exégesis- nos permitimos, modes­
tamente, dudar de la rigurosidad de la 
tesis judicial. pues, en síntesis -
pensamos- si lo que se busca. conde­
nando a la compañía aseguradora por el 
total limite del Seguro voluntario. es pro­
teger al tercero perjudicado o víctima. 1~ 
misma protección deben tener éstos, st 
el conductor embriagado y culpable que 
lesiona es el asegurado del vehículo que 
si lo es un tercero, autorizado por éste. 

Y - seguimos argumentando- si se 
propende por el Juzgador -cuando 
excluye el riesgo conduciendo embria­
gado el asegurado- proteger y antepo­
ner los intereses de la Compañía asegu­
radora (que no debe pechar ni responder 
ante aumentos de riesgo -por embria­
guez- no queridos y expresamente 
excluidos en el convenio, y que por tal 
infracción, rompen la equivalencia entre 
cuantía de prima y cobertura pactadas). 
los mismos supuestos y circunstancias 
se dan. - para tal amparo al asegura ­
dor- si el conductor ebrio es el asegu ­
rado como si lo es un tercero designado 
o autorizado por él. 

En cualquier objetivo perseguido o 
preferencia otorgada -a la víctima o al 
asegurador- es intrascende11te pues. 
que el embriagado conductor sea el ase­
gurado o un tercero-. 

Aducimos también - ahora y en la 
casación- que en el caso de autos. no 
era un tercero desconocido el conductor, 

sino el esposo de la dueña asegurada, 
autorizada por ella, con derechos ganan­
ciales en el vehículo. y acompañado por 
ella, en su estado de embriaguez. Invo­
camos así mismo, en pro de nuestra peti­
ción. la sentencia del Tribunal Constitu­
ciona l de 9 de julio· de 1984 que 
establece que "la igualdad de que trata 
el artículo 14 de la Constitución, es tam­
bién sin duda. igualdad en la aplicación 
de la ley, por los Organos encargados de 
ello". 

A su amparo -insistimos- deben 
encontrar todos los lesionados. de una 
parte, y la Compañía aseguradora de 
otra. el propio tratamiento judicial, y no 
distinto por un mismo y único hecho. 

Y si bien la sentencia del Tribunal 
Constitucional de 23 de enero de 1989, 
sostiene y enseña que cuando "no hay 
igualdad de circunstancias. no es aplica­
ble el art. 14", esta misma afirmación 
nos lleva a deducir, a sensu contrario. 
que cuando el caso es el mismo. la 
igualdad en la resolución debe impo­
nerse inexorablemente. 

Profundizando en el tema es de hacer 
notar que el propio Tribunal Constitucio­
nal, en otro fallo admite, como excepción 
al principio de igua ldad, las resoluciones 
motivadas y razonables del cambio de 
criterio, pero, por lo que expresamos, no 
encontramos diáfana la razón de cam­
bio. 

A nuestro juicio, tampoco se destruye 
la tesis que sustentamos con el argu­
mento de que "la interpretación de estos 
contratos es facultad privativa de los Tri­
bunales de instancia", (si el contrato 
aportado no ofrece claridad para el cam­
bio de criterio). Ni tampoco justifica el 
cambio la necesaria protección al perju­
dicado -impune a terceros-. ni la 
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facultad de repetición que compete al 
asegurador contra el asegurado infrac­
tor. 

El lo porque no se resuelve el pro­
blema, cuando habría de resu ltar inelu­
dible para el resarcimiento un nuevo 
pleito, a instar por la Aseguradora, con 
los gastos, retrasos y riesgos. amén y 
sobre todo, de los múltiples supuestos 
de insolvencta total {como ocurre en el 
caso de autos) o parcial del asegurado. 

Y, abundando en lo referente a la pro­
tección de la víctima y aceptando sin dis­
cusión su salvaguardia, nuestra tesis 
mantenida, excluyente de la cobertura 
del riego por el seguro voluntario. en la 
Aseguradora, implica, paralelamente, la 
necesidad de que tal víctima -o herede­
ros sí muere- sean siempre atendidos 
con cargo a un fondo de Depósito oficial, 
de los ya existentes o creado ad hoc- . 

En resumen, el Tribunal Supremo, 
dirimiendo la contradicción entre las dos 
salas de Granada, excluye a las Compa ­
ñías de la cobertura en el seguro volun ­
tario, en los supuestos en que el conduc­
tor embriagado sea el asegurado, pero 
no cuando el que pi lota, en ta l estado de 
alcoholemia, lo sea un tercero autori­
zado por éste. 

Hemos constatado la gran alarma y 
zozobra que la recientísima tesis juris­
prudencia! acabada de citar ha provo­
cado en Compañías que asumen los 
conciertos sobre riesgos de vehículos de 
motor. 

Es aún pronto para analizar las posi­
bles consecuencias estadísticas y eco­
nómicas de la comentada tesis de nues­
tro Tribunal Supremo. 
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Planteada por la Audiencia Nacional, 
(Sección 4a de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo) cuestión de, inconstitu­
cionalidad por "serias y fundadas dudas 
de que el artículo 3º.2 de la ley 2/ 74, de 
13 de febrero, sobre Colegios Profesio­
nales. se encuentran en evidente con­
tradicción con los artículos 22 y 36 de la 
Constitución, contradicción que, de exis­
tir. supondría la nulidad del artículo 3.2 
citado, el Tribunal Constitucional, en la 
Sentencia que comentamos. declara que 
"el articulo 3 .2 de la l ey 2/1 .974 , de 
13 de f ebrero, sobre Colegios profe­
sionales, no es contrario a los artículos 
22 y 36 de la Constitución", 

La sentencia tiene una trascendental 
importancia para la Abogacía, toda vec 
que no sólo consagra que el debatido 
tema de la colegiación obligatoria no es 
inconstitucional, sino que reserva una 
amplia autonomía a los Colegios Profe-
sionales. · 

Estudia la sentencia la posibil idad. 
planteada por la Audiencia Nacional, de 
que el artículo 3.2 de la ley 2/74, que 
dispone que "será requisito indispensa­
ble para el ejercicio de las profesiones 
colegiadas la incorporación al colegio en 
cuyo ámbito territorial se pretenda ejer­
cer la profesión", suponga una vulnera­
ción del derecho de asociación en su 
proyección negativa, es decir, en cuanto 
el artículo 22 de la CEE protege y ampara 
también la libertad de no asociarse. 

Dispone la sentencia en sus Funda­
mentos Jurídicos: 

3. la Audiencia parte de un presu­
puesto que condiciona o prejuzga su 
conclusión, es decir, el de considerar 
que los colegios profesionales a los que 
se refiere el artículo 36 de la CE, están 

20 

Por FAUSTO ROMERO-MIURA 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

SENTENCIA 89/ 89 , DE 1 1 D E M AYO 

incluidos. sin más. en el ámbito del artí­
culo 22 de la misma. que reconoce el 
derecho de asociación como derecho 
fundamenta l protegido por el artículo 
53.1 y 2 y, por tanto, excluido su conte­
nido esencial de la alteración por ley. 

5. los colegios profesionales, en 
efecto, constituyen una típica especie de 
corporación, reconocida por el Estado, 
dirigida, no sólo a la consecución de 
fines estrictamente privados. lo que 
podría conseguirse con la simple asocia­
ción, sino esencialmente a garantizar 
que el ejercicio de la profesión - que 
constituye un servicio al común- se 
ajuste a las normas o reglas que asegu­
ren tanto la eficacia como la eventual · 
responsabilidad en tal ejercicio, que en 
principio, por otra parte, ya ha garanti­
zado el Estado con la expedición del 
título habilitante. Todo ello supone un 
conjunto normativo estatutario, elabo­
rado por los miembros del colegio y san­
cionado por el poder público, que permi­
tirá, a la vez, la posibilidad de recursos y 
la legitimación para interponerlos, tanto 
por los colegiados como por personas 
ajenas al colegio, pero no ajenas al ejer­
cicio de la profesión. sean clientes. sean 
interesados extracontactuales en su 
caso, es decir, según la profesión de que 
se trate. 

Así es como la legislación vigente con­
figura a los colegios profesionales. Estos 
son, según el artículo 12 de la ley 
2/1974, de 13 de febrero. "corporacio­
nes de derecho público. amparadas por 
la ley y reconocidas por el Estado, con 
personalidad jurídica propia y plena 
capacidad para el cumplimiento de sus 
fines". A lo que añade el artículo 4º que 
"la creación de colegios profesionales se 
hará mediante ley, a petición de los pro-
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fesionales interesados ... ". Estos precep­
tos han sido ratificados por la ley 
74/ 1978, de 26 de diciembre ... 

La Constitución no ha modificado ni 
alterado esta concepción legal, pese a la 
novedad que supone en la historia cons­
titucional haber introducido la nuestra 
una norma como la del artículo 36. 
Antes bien, reconoce y sanciona la 
intermediación de la ley, con un impor­
tante matiz justificativo, al señalar "las 
peculiaridades propias del régimen jurí­
dico de los colegios profesionales", con 
lo que parece ya distinguirlos de las res­
tantes personas jurídicas y asociaciones. 
sean de interés público o privado. Uni­
camente - constitucionalizando la nor­
ma- ordena que "la estructura interna 
y el funcionam iento de los colegios 
deberán ser democráticos", precepto 
este sí aplicable o común a otras asocia­
ciones (sindicatos y asociaciones em­
presariales - artículo 72-, partidos polí­
ticos - artfculo 62-, y en organizacio­
nes profesionales para la defensa de 
intereses económicos - artículo 52-). 
Distinción que, por otra parte, resulta 
también de la comparación del artículo 
36, con los artículos 6º y 72, en cuanto 
estos dos últimos, y no el 36. sancionan 
la libertad de creación - y del ejercicio 
de la actividad- de los partidos, sindica­
tos y asociaciones empresariales. 

Por consiguiente, cierto es que la CE, 
como antes se ha dicho, si bien constitu ­
cionaliza la existencia de los colegios 
profesiona les, no predetermina su natu­
raleza jurídica, ni se pronuncia al res­
pecto, pero hay que convenir que con su 
referencia a las peculiaridades de aque­
llos y a la reserva de ley, remitiendo a 
ésta su regulación (artículo 36), viene a 
consagrar su especialidad -"peculia-



ridad"- ya reconocida, de otro lado, por 
la legislación citada. Es el legislador, por 
tanto dentro de los límites constituciona­
les y de la naturaleza y fines de los cole­
gios, quien puede optar por una configu­
ración determinada (STC 42/86), dado, 
además, que la reserva legal citada no es 
equiparable a la que se prevé en el artí­
culo 53.1 CE, respecto de los derechos y 
libertades en cuanto al respecto de su 
conten ido esencial, puesto que en los 
colegios profesionales -en la dicción 
del artículo 36- no hay contenido esen­
cial que preservar (S. 83/84), sa lvo la 
exigencia de estructura y funciona­
miento democráticos. Otra cosa es que 
el legislador, al hacer uso de la habilita­
c ión que le confiere el artículo 36 CE, 
deberá hacerlo de forma tal que restrinja 
lo menos posible, y de modo justificado, 
tanto el derecho de asociación (artículo 
22), como el de libre elección profesional 
y de oficio (artículo 35), y que al decidir, 
en cada caso concreto, la creación de un 
colegio profesional, en cuanto tal, haya 
de tener en cuenta que, al afectar la 
existencia de éste a los derechos fun­
damentales mencionados, sólo será 
constitucionalmente lícita cvando esté 
justificada por la necesidad de servir un 
interés público. 

6. Por su parte, la doctrina de este Tri­
bunal es ya reiterada en lo que se refiere 
a la calificación jurídica de los colegios 
profesionales a partir de la S. 23/ 84, en 
la cual, partiendo del pluralismo, de la 
libertad asociativa y de la existencia de 
entes sociales (partidos, sindicatos, aso­
ciaciones empresariales), se alude a la 
de otros entes de base asociativa repre­
sentativos de intereses profesionales y 
económicos (artículos 36 y 52 CE), que 
pueden llegar a ser considerados como 
Corporaciones de derecho público en 
determinados supuestos. La S. 123/87 
se hace eco de esa doctrina y afirma su 
consideración de corporaciones sectoria­
les de base privada, esto es, corporacio­
nes públicas por su composición y orga­
nización que, sin embargo, realizan una 

actividad en gran parte privada, aunque 
tengan delegadas por la ley funciones 
públicas, lo que lleva a afirmar que los 
estatutos de colegio constituyen una 
norma de organización ajena a la liber­
tad de asociación de que trata el artículo 
22 de la CE. Y, en fin, la S. 20/88, de 18 
de febrero, reitera esta calificación y 
configura los colegios profesionales 
como personas jurídico-públicas o cor­
poraciones de derecho público cuyo ori­
gen, organización y funciones no depen­
den sólo de la voluntad de los asociados, 
sino también, y en primer término, de las 
determinaciones obligatorias del propio 
legislador, añadiendo que el sentido del 

artículo 36 de la Constitución no es otro 
que el de singularizar a los colegios pro­
fesionales como entes distintos de las 
asociaciones que puedan libremente 
crearse al amparo del artículo 22, remi­
tiendo la Constitución a la ley para que 
ésta reg ule las peculiaridades de aqué­
llos. 

7. Las consideraciones ex.puestas per­
miten ya, fundada mente, contradecir -y 
eliminar- las bases de las que se parte 
en el auto que plantea la duda de consti­
t uciona lidad del artículo 3 .2 de la ley 
2/74. Si los colegios profesionales, por 
su tradición, por su naturaleza juríd ica y 
fines y por su constitucionalmente per­
mitida regulación por ley, no son sub­
sumibles en la tota lidad del sistema 
general de las asociaciones a las que se 
refiere el artículo 22 CE, porque, aunque 
siendo en cierto modo asociaciones, 
constituyen una peculiar o especia l 
clase de ellas, con reglas legales propias 
(artículo 36), distintas de las asociacio­
nes de naturaleza jurídico-privada, es 
claro que no puede series aplicables el 
régi men de éstas. El artículo 22 CE, no 
prohibe, por tanto, la existencia de entes 
que, siempre con la común base perso­
nal, exijan un específico tratamiento, o 
bien un suplemento de requ isitos postu­
lados por los fines que se persiguen. Es 
lógico que una conjunción· de fines pri­
vados y públicos -como es el caso de 
los colegios- impliquen también moda­
lidades que no deben siempre verse 
como restricciones o limitaciones injus­
tificadas de la libertad de asociación, 
sino justamente como garantía de que 
unos f ines y otros puedan ser satisfe­
chos. 

Eso justifica que la CE, en su artículo 
36, haya querido desgajar o separar a los · 
colegios profesionales del régimen gene­
ral asociativo y que dicho precepto 
-como antes se ha indicado- no pre­
vea que su "creación y ejercicio sean 
libres' ', como lo hace al referirse a los 
sindicatos y a los partidos (artículos 7º y 
6º CE), y que establezca, asimismo, la 
reserva legal, lo que marca, por otra 
parte, su diferenciación con las "organi­
zaciones profesionales", del artículo 52 
de la CE, dirigidas a la defensa y promo­
ción de intereses económicos. 

Y es que al cumplirse por los colegios 
profesionales otros fines específicos, 
determinados por la profesión titulada, 
de indudable interés público (disciplina 
profesional, normas deontológicas, san­
ciones penales y administrativas, recur­
sos procesales, etcétera), ello justi fica 
innegablemente la opción deferida al 
legislador para regular aquellos colegios 
y para configurarlos como lo hace la ley 
2/74 y las normas complementarias 
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citadas, que en nada vulneran el conte­
nido de la norma constitucional (artícu lo 
36) habilitante, ni tampoco el artículo 
22, por las razones expuestas. 

8. Entre aquellas reglas configurati­
vas, ciertamente peculiar, está la de la 
adscripción forzosa al colegio profe­
sional, causa esencial de la duda plan­
teada por la Audiencia. 

La colegiación obligatoria, como re­
quisito exigido por la ley para el ejercicio 
de la profesión, no constituye, pues, una 
vulneración del principio y derecho de 
libertad asociativa, activa o pasiva, ni 
tampoco un obstácu lo para la elección 
profesional (artículo 35 CE), dada la habi­
litación concedida al legislador por el 
artículo 36. 

La misma consideración institucional 
y parecidas exigencias y requisitos son 
los seguidos en los países de nuestro 
entorno, e incluso, respecto a la colegia­
ción obligatoria, en la jurisprudencia del 
Tribunal Europeo de Derechos Huma­
nos, en resoluciones que el mismo Auto 
proponente y las partes citan, concreta­
mente las SS. de 23 de junio de 1981 
(asunto Le Compte) y 1 O de febrero de 
1983 (asuntos Albert y Le Compte), cuya 
cita es adecuada al caso presente . Como 
bien dice el fiscal, el artículo 22 se 
refiere al derecho de asociación de los 
individuos como ciudadanos y el 36 
establece el marco supralegal de deter­
minados ciudadanos en cuanto profe­
sionales y deja a la ley que imponga las 
condiciones necesarias para su ejerci­
cio, y en atención cabe añadir a que 
dicho artículo 36 ni ordena ni prohibe la 
colegiación obligatoria, diferenciando 
los colegios de otros entes con base aso­
ciativa . Se puede afirmar, pues, con 
aquellas sentencias del Tribunal Euro­
peo de Derechos Humanos, que la obli­
gación de inscribirse los profesionales 
en el colegio y someterse a su disci­
plina no supone una limitación injusti­
ficada, y menos una supresión del 
derecho garantizado en el artículo 22 
CE y reconocido en el 1 1 del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos. 

Porque ... la adscripción obligatoria no 
impide en modo alguno que los profe ­
sionales colegiados puedan asociarse o 
sindicarse en defensa de sus intereses, 
ya que no puede afirmarse fundada­
mente que exista incompatibilidad o con­
tradicción constitucional interna entre 
los artículos 22, 28, y 36 de la CE, siendo 
así que dicha colegiación no impone 
lím ite o restricción al derecho de aso­
ciarse o sindicarse, participando - como 
se dijo en la S. 1 23/87, Fº. 5º.- en la 
fundación de organ izaciones sindicales 
o afiliándose a las ya existentes. Otra 
cosa es que las normas estatutarias del 
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colegio, que regulen su actividad, pue­
dan incidir en organizaciones intracole­
giales de base asociat iva, problema que 
resolvió la sentencia citada (F2. 32.), pero 
que aquí no se plantea. 

9. El límite expreso que la Constitu­
ción, en su artículo 36, impone a la regu­
lación legal de los colegios profesionales 
es que su estructura interna y su funcio­
namiento sean democrát icos. Esta exi­
gencia, en la opin ión del Auto propo­
nente de la cuestión, choca con la regla 
de la.colegiación obligatoria ... 

Si se parte, pues, como ha de partirse 
según los anteriores fundamentos, de la 
específica naturaleza y plurales fines de 
los coleg ios, es evidente que la colegia­
ción obligatoria es perfectamente 
compatible con la exigencia democrá­
tica que la CE impone como requisito 
expreso, ya que esta exigencia consti­
tuye en sí misma un contrapeso, una 
compensación del deber del titulado de 
inscribirse y a la vez una garantía de que 
esa obl igatoriedad estará sujeta al con-
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trol democrático de los mismos cole­
giados. 

No hay pues, tampoco, contradicción 
con el artículo 36 de la CE en cuanto a la 
colegiación obligatoria que prevé el artí­
culo 3.2 de la ley 2/74. 

Consecuentemente con todo lo ex­
puesto, se impone la desest imación de la 
presente cuestión de inconstitucionali­
dad. 

PEQUEÑA J URISPRUDENCIA 
A .P. ALM ERIA 15 DE JULIO DE 1989 

La sentencia de nuestra Audiencia ha 
sido dictada en un Sumario por delito de 
robo, en el que el Ministerio Fiscal acusó 
a la procesada M .O., como encubridora, 
solicitando la pena de 100.000 ptas. de 
multa, y la acusación particu lar, la pena 
de 6 meses y un día de prisión menor, 
mientras que la defensa, a cargo del 
compañero Jesús Ruiz Esteban, solicitó 
la absolución, por hacer vida marital con 
otro procesado y serie de aplicación la 
excusa absolutoria del artículo 18 del 
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Código Penal. 

La Sentencia declara probado el encu­
brimiento y que "en la fecha de los 
hechos, los procesados J. R. y M .O. con­
vivían juntos de modo estable, sin estar 
casados", y condena a J .R. y A.P. como 
autores de un delito de robo con violen­
cia en las personas y uso de armas. y 
absuelve a la procesada, -según motiva 
en 22 Fundamento de Derecho- " por 
ser ie aplicable la excusa absolutoria 
previst a en el artícu lo 18 en relación 
con el 17-29. del Código Penal, ya que, 
en la f echa en que el robo fue perpe­
trado, mantenía con el autor J. R. una 
relación marital estable, y su ulterior 
participación consistió exclusivamente 
en la ocultación de parte de lo sustraído 
para dificu ltar su descubrimiento". 

La Sentencia es de resaltar por cuanto 
que destaca, en la Audiencia Provincial 
de Almería, un sentido progresista y 
equitativo en la interpretación y aplica­
ción de las normas penales. 
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JEFATURA DEL ESTADO 

* Código Pena l. - Ley Orgánica 
3/ 1.989, de 21 de junio. de actualiza­
c ión del Código Penal. {BOE: 22/ Ju­
nio/89). 

~ 

MINISTERIO DE ECONOMIA Y 
HACIENDA 

Impuestos sobre Sociedades .- Re­
solución de 6 de jun io de 1989, de la 
Secretaría General de Hacienda, por la 
que se aprueban los modelos de decla­
ración del Impuesto sobre Sociedades 
para los grupos de Sociedades a los que 
se haya concedido el régimen de tributa­
ción sobre el beneficio consolidado. 
(BOE: 12/ 6/ 89). 

- Orden de 8 de junio de 1989 por la 
que se aprueban los modelos de decla­
ración del pago a cuenta del Impuesto 
sobre Sociedades. establecido por Real 
Decreto/ Ley 4/ 89, de 12 de mayo, y se 
dictan las instrucciones para su presen­
tación e ingreso (BOE: 13/ 6/ 89). 

Seguro Obligatorio de Automóvi­
les.- Resolución de 1 de junio de 1989, 
de la Dirección General de Seguros. por 
la que se aprueba el baremo de indemni­
zación de los daños corporales a cargo 
del Seguro de Responsabilidad Civil 
derivada del uso y circulación de vehícu­
los de motor. de suscripción obligatoria . 
(BOE: 16/6/ 89). 

Vehículos automóviles.- Orden de 
30 de mayo de 1.989 sobre certificados 
para la matriculación de vehículos. 
(BOE: 16/ 6/ 89). . 

* Organización.- Orden de 15 de 
junio de 1989 por la que se dispone la 
puesta en funcionamiento de los Tribu ­
nales Económico-Administrativos Re­
gionales. Locales y Salas. (BOE : 
20/ 6/ 89). . 

JULIO DE 1 .989 

MINISTERIO DE TRABAJO Y 
SEGURIDAD SOCIAL 

Seguridad Social. Pensión de viu ­
dedad.- Resolución de 23 de junio de 
1.989, de la secretaría General de la 
Seguridad Social, sobre no exigencia del 
requisito de convivencia matrimonial 
para causar derecho a la pensión de viu­
dedad en los Regímenes del Sistema de 
la Seguridad Socia l en los supuestos de 
separación de hecho. {BO E: 1/7/ 89). 

JEFA TURA D EL ESTADO 

- A cuerdos Internacionales.- Ins­
trumento de ratificación del Convenio 
Europeo para la prevención de la tortura 
y de las penas o tratos inhumanos o des­
gradantes, hecho en Estrasburgo el 26 
de noviembre de 1.987. (BOE: 5/7 / 89). 

- Medidas financieras y fiscales.­
Real Decreto-Ley 5/ 1.989, de 7 de julio, 
sobre medidas financieras y fiscales 
urgentes. (BOE: 8 / 7 / 89). 

- Def ensa de la e<ompetencia.- Ley 
16/ 89, de 17 de jul io, de Defensa de la . 
competencia . (BOE: 18/7/ 89). 

- Bases sobre Tráfico, Circulación 
de Vehículos a M otor y Seguridad 
Viai.-Ley 18/ 89, de 25 de Julio, de 
Bases sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial. 
(BOE: 27/7/ 89). 

* Legislación m ercant il de Socie­
dades. - ley 19/ 89, de 25 de julio. de 
reforma parcial y adaptación de la legis­
lación mercantil de las Directivas de la 
Comunidad Económica Europea (CEE) en 
materia de Sociedades. (BOE: 27/7/ 89). 

* Impuest os sobre la Renta de las 
Personas Físicas y extraordinario sobre 
el Patr imonio. - ley 20/ 89, de 28 de 
julio, de adaptación del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas y del 
Impuesto Extraordinario sobre el Patri­
monio de las Personas Físicas. (BOE: 
29/7/89). 

AGOSTO DE 1 .989 

MINISTERIO DE ECONOMIA Y 
HACIENDA 

Actividades profesionales y de artis­
tas. l icencia Fiscal. - Real Decreto 
1020/ 89, de 21 de julio, por el que se 
aprueba la refundición de las tarifas de 
la licencia Fiscal de Actividades Profe­
sionales y de Artistas. (BOE: 7/ 8/ 89). 

Impuesto sobre la Renta de las Per­
sonas Físicas. - Real Decreto 1045/89, 
de 28 de agosto, por el que se especifica 
la tarifa dei i.R.P.F. apl icable en la decla­
ración simplif icada, correspondiente a 
1.988. {BOE: 31 / 8/ 89). 

SEPTIEMBRE DE 1 .989 

MINISTERIO DE RELACIONES CON 
LAS CORTES Y DE LA SECRETARIA 

DEL GOBIERNO 

Seguridad Social. A sistencia sanita­
ria.- Real Decreto 1088/ 89, de 8 de 
septiembre, por el que se extiende la 
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cobertura de la asistencia sanitaria de la 
Seguridad Social a las personas sin 
recursos económicos suficientes. (BOE: 
9/ 9/ 89). 

M INISTERIO DE AGRICULTURA, 
PESCA Y ALIMENTACION 

Caza y pesca fluvial. - Declarac ión 
de especies que pueden ser objeto de 
caza y pesca. y normas para su protec­
ción. (BOE: 12/9/ 89). 

M edidas urgentes para la reparación 
de los daños causados por las inunda­
ciones. - Orden de 20 de septiembre de 
1989 por la que se desarrolla el Real 
Decreto 1113/ 89, de 15 de septiembre, 
por el que se adoptan medidas urgentes 
para la reparación de los daños causa­
dos por lluvias torrenciales e inundacio­
nes en las provincias de Albacete. Ali ­
cante. Almería, etc. (BOE: 21 / 9/ 89). 

MINISTERIO DE JUSTICIA 

Registro Civil. - Orden de 20 de julio 
de 1.989 sobre determinados modelos 
de fe de vida y estado y certificaciones 
en extracto y literales de las actas del 
registro. (BOE: 13/ 9 / 89). 

MINISTERIO D E TRANSPORTE S, 
TURISM O Y COMUNICACIONES 

Tráfico m arítimo.- Real Decreto 
11 19/ 89, de 15 de septiembre, por el 
que se regula el tráfico de embarcacio­
nes especiales de alta velocidad en las 
aguas marítimas españolas . {BOE: 
19/ 9/ 89). 

MINISTERIO D E ECONOMIA Y 
HACIENDA 

Impuesto sobre la Renta de las Per­
sonas Físicas.- Real Decreto 1146/ 89. 
de 22 de septiembre. por el que se modi­
f ican los límites de operaciones a efectos 
del Régimen de Estimación Objetiva 
Singular Simplificada para 1.989. (BOE: 
23/9/89). 
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LOS ABOGADOS ESPAÑOLES Y EUROPA 

Reproducimos por su interés el artículo 
fue firmado por Albert Sant 1 Pont, se pu­
blica en el n° 32 de la Revista aAija• del 
mes de Septiembre, bajo el titulo .. Les av~ 
cats espagnols et L'Europe ... 

Europa es ahora un hecho. pero los 
Abogados en España están lejos de estar 
preparados para ello. 

Debo comenzar este artículo diciendo 
que el Derecho Comunitario no es una 
asignatura en los programas de estudios 
de las Universidades españolas. Como 
mucho, es un tema del Derecho Inter­
nacional. 

Así, el Licenciado en Derecho, des­
pués de haber terminado sus estudios 
universitarios debe seguir cursos orga­
nizados por los Colegios de Abogados 
españoles o por las Universidades de 
otros países a fin de completar su 
formación. 

Me pregunto como podrá un Abogado 
español ejercer en materia comunitaria 
si no tiene esta preparación. Esta es la 
primera preocupación del Abogado es­
pañol cara a Europa. 

Por otra parte, el sistema de acceso a 
la profesión no exige una formación 
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Edilicio de Justicia de lo Comunidad Europeo. 

práctica del Licenciado en Derecho. De 
tal manera que desde que ha terminado 
sus estudios puede inscribirse en cual ­
quiera de los tolegios de Abogados, 
siendo ya considerado como "Abogado" . 

Como no existe reglamentación acer­
ca de las pasantías y como el Licenciado 
en Derecho no recibe formación práctica 
en la Universidad, los Abogados españo­
les acceden a la profesión con un bagaje 
muy débil salvo algunas excepciones. 
Sólo el diez por ciento de los Abogados 
siguen cursos en escuelas de práctica 
jurídica o realizan una pasantía . 

En el último Congreso de los Aboga­
dos españoles se ha analizado este pro­
blema y se ha llegado a las siguientes 
conclusiones. 

1.-Para acceder al ejercicio de la pro­
fesión un Licenciado en Derecho debe 
obligatoriamente tener una formación 
teórica y práctica que corresponda a la 
responsabilidad que asume en la socie­
dad. 

2.- La defensa. el asesoramiento y la 
asistencia jurídica relativos a los intere­
ses de los españoles, por prescripción 
constitucional y a la vista de las normas 
de Derecho Comunitario, deben ser un 
servicio de interés social general y el 
Estado debe gerenciar la formación del 
Abogado a través de los medios que a 
continuación se detallan: 

a) Una pasantía bajo la dirección de un 
Abogado experimentado con inscripción 
en una escuela de práctica de cara a un 
control y a una evaluación. 

b) Contactos. en tanto que estudiante, 
con una escuela práctica del Colegio de 
Abogados. 

Una vez terminado el período de 
pasantía, se realizarían tests de actitud. 
Estos centros deberán estar reglamen­
tados por los poderes públicos. 

e) De todas maneras, se debería reco­
nocer al Licenciadó en Derecho la posibi­
lidad de presentarse a un examen en el 
cual acreditará los conocimientos técni-



cos y prácticos su-fic ientes para eximirle 
de la obligación de cumplir las medidas 
anteriores. 

3.- Por medio de la pasantía o de la 
escuela de práctica del Colegio, se podrá 
alcanzar una especial ización en diversas 
materias de la profesión. 

4 .- El Congreso de los Coleg ios 
españoles sug iere a los poderes públi­
cos, habida cuenta de las exigencias que 
supone la incorporación de nuestro país 
a la C.E.E ., proceder a las modificaciones 
y adaptaciones correspondientes de los 
estudios universitarios para la homolo­
gación de títulos. 

Así, a raíz del Seminario sobre el 
fu turo de la profesión en España, los par­
t icipantes se han puesto de acuerdo 
sobre las conclusiones siguientes: 

a) Una formación universitaria com­
pleta y válida. Y así el estudio del Dere­
cho Comun itario deberá ser objeto de 
una asignatura propia y completamente 
independiente del Derecho Internacio­
nal, privado o público. 

b) Una formación profesiona l conti ­
nuada. 

e) El conocimiento de las lenguas de 
todos los otros países miembros de la 
Comun idad o como mínimo de algunas 
de ellas. 
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5.- Confiar tan rápidamente como 
sea posible a los organismos del Colegio 
el estudio de los problemas que nuestros 
compañeros tienen en los otros países 
de la Comunidad, así como estudiar una 
solución para éstos; de esta manera se 
conocerá la situación de los otros Cole­
gios y así se podrá tenerla en cuenta en 
el caso de que estos problemas se produ­
jeran en España y pudieran afectar a los 
Coleg ios españoles. 

Debo decir que el Abogado español, 
por su formación técnica y práctica, no 
es consciente de su participación profe­
siona l en la C.E.E . Ahora se ha adoptado 
una política generalizada en este sen­
tido, que debería conducirnos al n ivel 
profesiona l que exige nuestra responsa ­
bilidad. Las instituciones que rigen 
nuestra actividad deben actuar para que 
otro sea posible. 

Evidentemente, hay varios Abogados 
que se han cu idado individualmente su 
formación para superar este desafío, 
pero, desgraciadamente, con tan sólo 
una excepción. 

El desarrollo de la profesión (actual­
mente estamos en España casi 60.000 
Abogados en ejercicio, es decir, el 20% 
de los Abogados de la C.E .E:) origina 
problemas preocupantes. Deontología, 
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responsabilidad. etc. son pa labras que 
cada día se deben utilizar con más 
firmeza. 

Además de todo ello están las empre­
sas multinacionales que, cada vez más. 
se instalan en nuestro pa ís, rea lizando 
una parte del trabajo que nuestros Abo­
gados no pueden llevar a cabo indivi­
dualmente. 

El despacho español está muy indivi­
dualizado y, en general, poco especial i­
zado. Poco a poco los despachos co lecti ­
vos, las sociedades civiles de Abogados y 
otras formas de asociaciones se están 
formando en nuestro país, pero su capa­
cidad para concurrir con las multinacio­
nales es restringida. 

Se debe colaborar con las asociacio­
nes internacionales y asociarse con 
compañeros de otros países de la Comu­
nidad para hacer frente a esos grandes 
despachos. A lgunos ya lo han hecho y 
otros seguirán este ejemplo. Así se ten­
drán posiblemente despachos de peso 
suficiente. 

Para los Abogados españoles, el reto 
de la Europa de 1992 es fundamental. 
Estamos en el buen cam ino para conse­
guir la formación y las estructuras nece­
sarias, pero es una lucha muy difíci l y se 
dispone de muy poco tiempo. 

Traducción de 
Fulgencio M . Pérez Dobón 
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D. EMILIO NAVARRO ESTEBAN 
Magistrado jubilado de la lltmo. Audiencia Provincia de Almería 

Amablemente invitado por la Redac­
ción de la Revista "Sala de Togas", que 
edita el Ilustre Colegio de Abogados de 
Almería. para que haga una breve sem­
blanza de mi vida profesiona l, gustosa ­
mente accedo a ello, aunque tengo que 
hacer constar que en ella no existe nin­
gún hecho relevante. 

Solamente, una conducta, siempre 
esforzada, en mantener el f irme propó­
sito de que resplandezca, con todo su 
esplendor, la llama de la Justicia y el 
engrandecimiento de su augusta fun ­
ción. Con este motivo, es mi intención 
también sa ludar sinceramente -y felici ­
tar a sus propulsores- la sal ida a la luz 
pública de ese medio de comunicación 
que es la Revista profesional, deseán­
dole una larga y próspera vida, pues ello 
constituye, como expresa el Presidente 
del Consejo General de la Abogacía, una 
toma de contacto entre todos los compa­
ñeros y un vehículo de unión entre todos 
los profesionales del Derecho. 

Nací en Canjáyar, hace ya muchos lus­
tros. en el mes de Septiembre de 1913, 
cuando todavía mi cuna natal era cabe­
cera de un amplio Partido Judicial, en el 
que existía un gran ambiente universita­
rio y cultural. Ingresé en la carrera judi­
cial el año 1944 y en el mes de Julio 
tomaba posesión de mi primer destino 
judicial - con la ilusión desbordante del 
flamente y vocacionado juez- en Cue­
vas del Almanzora . 

Poco tiempo después me fue prorro­
gada la jurisdicción al de igual clase de 
Purchena, simultaneando el desempeño 
de ambos. Cesé en el los en 1947, por 
haber sido nombrado para el de Linares. 
Durante mi permanencia en él desem­
peñé la Inspección de la Justicia Muni­
cipal de Jaén. Más tarde pasé al de AJora 
(Má laga) donde permanecí hasta el 
ascenso a Magistrado en el año 1956, 
siendo destinado a ocupar la vacante de 
Juez Decano de los de Palma de 
Mallorca. 

D. Emilio Navarro Esteban Magistrado colegiado de Honor. 
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Gocé de las delicias de la isla y la gen­
ti leza de sus gentes sólo dos meses, para 
desplazarme como Juez del número 2 de 
Almería. a tomar posesión en 1957, en 
la histórica fecha -para los que perte­
necemos al territorio de Granada- de 2 
de Enero. Al año siguiente pasé al Juz­
gado número 1 de nuestra ciudad medi­
terránea, hasta el mes de marzo de 1968 
en que fui nombrado Magistrado de esta 
Audiencia Provincial, donde he perma ­
necido hasta mi jubilación, producida en 
el mes de Septiembre de 1983. 

Casi toda mi actividad profesional ha 
transcurrido en esta provincia, a la que 
quiero, como mía que es, y por lo b ien 
que me he sentido en ella durante mi 
vida, a veces, difícil función; y por logra­
tísimos recuerdos que me proporcionó y 
que perduran vivamente, aún jubilado. 

Y, como consecuencia de ello, mi rela­
ción con el Colegio de Abogados ha sido 
intensa, caracterizándose siempre por 
una leal cooperación. Tengo que recono­
cer y hacer patente, que de ese colectivo 
sólo he recibido un trato exquisito y 
constantes deferencias. Ojalá que ellos 
mantengan con respecto a mí ese mismo 
punto de vista. 

Por Orden de 7 de Enero de 1984 se 
me concedió por el Ministerio de Justicia 
la Cruz Distinguida de 1 a Clase de la 
Orden de San Raimundo de Peñafort, y, 
coronando mis modestos méritos, a mi 
jubi lación, fue la Junta Directiva del 
Colegio de Abogados de Almería, quien 
me concedió el preciado galardón de 
Socio de Honor. Designación que me 
congratuló sobremanera y que me com­
place agradecer de nuevo, a través de 
estas líneas. 
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1 ANIVERSARIO 
CARTA DE NUESTRO DECANO 

Querido lector: Se cumple ahora el 
pnmer año desde la apar ición o naci ­
miento de este boletín informativo SALA 
DE TOGAS. En este primer año hemos 
procurado mejorar su contenido y pre­
sentación con la colaboración de com­
pañeros de la Abogacía, carreras Judicial 
y Fiscal, Registros, etc. El consejo de 
Redacción ha dedicado un gran esfuerzo 
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para que cada número apareciera en el 
t iempo previsto. Vamos a continuar en 
este empeño que, de forma modesta, 
constituye una actividad más de la Junta 
de Gobierno. Insistimos en nuestra in i­
cial invitación a los compañeros de la 
Abogacía y demás profesionales del 
Derecho para que colaboren en este 
Boletín . Seguiremos ofreciendo infor­
mación colegia l, sobre la Abogacía y 
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Administración de Justicia y sobre aque­
llas otras cuestiones de interés para 
nuestra profesión en el ámbito naciona l 
e internacional. 

~ 
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Con nuestro afecto para todos. 

-
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Ramón Muñoz Sánchez 
Almería. Oct ubre 1 989 
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Eloísa Aguírre Joya, Pilar Soriano Sánchez, Decano 
Dolores Roca, Rodriguez, Gabriel Alférez 

CONSEJO DE COLEGIO DE ABOGADOS 
DE ANDALUCIA 

En reunión celebrada en Antequera el 
día 18 de Noviembre de 1989 ha quedado 
constituido el CONSEJO DE COLEGIOS 
DE ABOGADOS DE ANDALUCIA, para el 
ámbito de los Colegios de Abogados de 
esta Comunidad Autónoma. En dicha reu­
nión fueron elegidos Presidente de dicho 
Consejo don Julio Ramos Días, Decano 
del Colegio de Abogados de Cádiz; Vice­
presidente don Ramón Muñoz Sánchez, 
Decano del Colegio de Abogados de Al me­
ría; y Secretario Tesorero don Daniel Cua­
dra Bellido, Decano del Colegio de Abo­
gados de Antequera. 

El Consejo de Redacción de Sala de 
Togas felicita a los compañeros elegidos 
para dichos cargos y les desea los mayo­
res aciertos en el ejercicio de los mismos. 

TURNOS Y ASISTENCIAS DE OFLCIO 

La Junta General Extraordinaria de es­
te Ilustre Colegio Provincial de Abogados, 
adoptó por mayoría ehacuerdo de suspen­
sión del servicio de Turno de Oficio y Asis­
tencia a Detenido/Preso con la siguiente 
regulación: 

.. La regulación de servicios mínimos 
durante el tiempo de suspensión que se 
propone a la Junta General que se convo­
que es la siguiente: a) TURNOS CIVILES, 
únicamente se atenderán o se turnarán en 
aquellos supuestos en los que pudiera 
apreciarse la prescripción de acciones; b) 
TURNOS PENALES, solamente se inter­
vendrá o se turnará en aquellos casos en 
los que haya preso; e) TURNO DE ASIS­
TENCIA A DETENIDOS, se atenderá du­
rante tres horas al dfa, por un solo Aboga­
do, en cada uno de los partidos judiciales, 
de 13 horas a 14.30 horas para el Juzga­
do y de 15.30 horas a 17 horas para los 
centros de detención, procediéndose al 
cambio de turno a las 15 horas, suprimién­
dose al cambio de turno a las 15 horas, su­
primiéndose el servicio de ... busca• concer­
tado con Radio taxi, habiendo de solicitar 
los centros de detención y los Juzgados 

la intervención del Abogado de Oficio di­
rectamente del Colegio de Abogados en 
las horas en que el mismo permanezca 
abierto, conforme a lo previsto en el Art. 
520 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal; 
el telefax habrá de ser desconectado du­
rante el tiempo que el Colegio permanez­
ca cerrado al objeto de evitar peticiones 
de Abogado por tal medio. 

Los citados servicios mínimos serían 
mantenidos hasta la celebración de una 
nueva Junta General en el mes de Enero 
próximo en la que podrían ser restringidos, 
caso de no haberse atendido nuestras 
demandas. 

El acuerdo de suspensión tomado y los 
servicios mínimos acordados serán dados 
a conocer al resto de los Colegios de Abo­
gados, mediante fax a los que cuenten con 
tal servicio, a los que se les pedirá su ad­
hesión a esta medida. 

La suspensión de los turnos de oficio 
y de asistencia a detenidos entrarán en vi­
gor al día siguiente de la aprobación de los 
servicios mínimos por parte de la Junta 
General, habiendo de darse cuenta de ello 
a la Audiencia Provincial, Juzgados y cen­
tros de detención». 
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